[bookmark: _Toc366755199]ACTA Nº 46-2021

JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las nueve horas del quince de noviembre de dos mil veintiuno.

Sesión ordinaria con asistencia del integrante máster Carlos Montero Zúñiga, de las integrantes licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas, del integrante licenciado Arnoldo Hernández Solano, del integrante suplente doctor Juan Carlos Segura Solís y del integrante suplente licenciado Fredy Chacón Arrieta.

Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como colaborador de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 83-2021 del 23 de septiembre de 2021, artículo XXXVIII, asimismo, por lo acordado en sesión N° 17-2021, celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XXV, en donde se designó al MPM. Mora Valdez, como Director a.i. de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
[bookmark: _Toc43321540][bookmark: _Toc45136348][bookmark: _Toc83980181][bookmark: _Toc85727153][bookmark: _Toc87609561]ARTÍCULO I

Documento N° 1416-2021

Se entra en el pleno de la sesión y por unanimidad, se aprueba el orden del día de la presente agenda elaborada por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc83980183][bookmark: _Toc85727155][bookmark: _Toc87609563]ARTÍCULO II

Documento N° 1416-2021

Se aprueba el acta N° 45-2021 de la sesión celebrada el 8 de noviembre de 2021. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87609567]ARTÍCULO III
Documento N° 1362-2021
En sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, artículo V, se conoció el oficio N° 439-FC-2020 del Departamento Financiero Contable, mediante el cual solicitó el criterio de la Junta Administradora respecto a las situaciones que se presentan con los traslados de cuotas por reconocimiento de tiempo servido de otro régimen hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, asimismo, se autorizó la contratación de la Licenciada Karol Monge Molina, para que se refiriera a la legalidad y forma correcta de aplicar la normativa, en función de resolver las inquietudes emitidas por el Departamento Financiero Contable.
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El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso de Financiero, mediante oficio N° 0468-PF-2021, del 29 de octubre de 2021, informaron lo siguiente:
“En forma atenta, se informa respecto a los dineros trasladados por la Caja Costarricense del Seguro Social, producto del traslado de cuotas del señor Gerardo Ortega Navarrete, de lo cual se informa lo siguiente:

1. Con oficio N.º 142-Tl-2018 del 06 de marzo 2018 el Subproceso de Ingresos del Departamento Financiero Contable, solicitó las cuotas aportadas por el señor Gerardo Jesús Ortega Navarrete a la Caja Costarricense del Seguro Social, conforme al RTS aprobado por el Consejo Superior según sesión N.º 10-18 del 06 de febrero 2018, artículo XXXIX de conformidad con el procedimiento que se seguía basado en la normativa vigente a ese momento.

2. El Consejo Superior con acuerdo tomado N.º 7818 artículo LXXXVII, del 04 de setiembre del 2018 deja sin efecto el RTS del señor Ortega Navarrete.

3. La CCSS trasladó las cuotas del señor Ortega Navarrete en el mes de febrero del 2019. La suma que traslada la CCSS es ₡ 3,722,769.78; no obstante, el reconocimiento de tiempo servido del señor Ortega Navarrete ya se encontraba cesado y el dinero trasladado de la CCSS al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no fue posible acreditarlo a la cuenta por cobrar.

4. La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva , mediante oficio Nº 1451-DE-2019 del 27 de marzo de 2019, remitió informe N.º 283-Tl-2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, relacionado con la modificación de reconocimientos de tiempo servido, de algunas personas servidoras que solicitan dejar el trámite sin efecto para que el Consejo valore la devolución de las cuotas ya trasladadas por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), donde se solicita conocer si procede la devolución de dichas sumas al régimen de la CCSS conforme fueron acreditadas en su momento, considerando que únicamente en el caso del señor Gerardo Ortega Navarrete, las cuotas fueron trasladadas a valor presente y en los demás casos a valor cotizado .

5. El Consejo Superior en sesión N.º 24-2020 celebrada el 19 de marzo de 2020, artículo XVI, acogió la gestión presentada por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio N.º DJ-AJ-948-2020 de 11 de marzo de 2020 , por lo que concedió el plazo improrrogable de 2 meses a la Dirección Jurídica, para rendir el informe sobre la procedencia de acreditar los recursos trasladados por la Caja Costarricense de Seguro Social al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a nombre de los servidores judiciales, requerido mediante acuerdo según sesión N.º 32-19 celebrada el 9 de abril de 20 19, artículo XII.

6. Con criterio jurídico Nº DJ-AJ-C-407-2020 de 2 de julio de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, por su orden, Director Jurídico y Coordinadora del Área de Análisis Jurídico, respecto a la procedencia de acreditar los recursos trasladados por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a nombre de los servidores, según las conclusiones se indica:

“… 

a. El Consejo Superior carece de la competencia para decidir sobre el tema consultado. El artículo 239 inciso c) dela Ley Orgánica del Poder Judicial (según reforma legal introducida mediante la aprobación de la Ley N º 9544 de 24 de abril del 2018), establece que corresponde a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el conocimiento de lo relacionado con recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias. De manera que, el Consejo Superior debe trasladar el conocimiento del presente asunto a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial."
b.  EI artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dilucida qué puede suceder con el aporte tripartito trasladado del régimen del IVM al del Poder Judicial. En tal sentido, cabe la posibilidad que se mantengan en el Fondo especial del Poder Judicial.
c.  Según ese artículo, en caso de que las personas servidoras judiciales no adquieran su derecho a jubilarse o pensionarse en el régimen del Poder Judicial, porque cesaron su relación laboral antes de adquirir ese derecho; no se les devolverá lo aportado al fondo especial del Poder Judicial. Empero, sí tienen Ja posibilidad de que sean trasladados esos aportes mediante una liquidación actuaria/ ya sea a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico al momento de otorgarse la jubilación o pensión 
d.  Si el monto a trasladar resulta mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuaria/mente. De manera que, si lo determinado actuaria/mente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.

7. Mediante oficio N.º 439-FC-2020 del 17 de julio de 2020, el Departamento Financiero Contable, planteó una serie de cuestionamientos tendientes a determinar el procedimiento correcto para la atención de las situaciones que se presentan con los traslados de cuotas por reconocimiento de tiempo servido de otro régimen hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante FJPPJ), siendo que fue conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), en la sesión N.º 26-20, del 03 de agosto de 2020, artículo V, de lo cual se acordó solicitar el análisis jurídico respectivo. Al respecto, lo consultado en el oficio fue:

“…
III. Solicitud de criterio:

Conforme lo expuesto anteriormente, se solicita el estimable criterio a esa Junta Administradora , respecto al procedimiento que se mantiene actualmente, para lo cual se solicita considerar para estos casos y futuros que se presenten:
1. ¿Como proceder en caso de que la entidad jubilatoria cancele una suma superior al monto aportado por el beneficiario al FJPPJ?, ejemplo caso Ernesto Ramírez.
2. ¿Cómo proceder cuando el otro régimen jubila torio pague un monto igual o inferior al cancelado por el beneficiario en su reconocimiento de tiempo servido?
Lo anterior, con el fin de establecer claramente los momentos en los cuales procede de oficio realizar devolución de recursos a las personas jubiladas y/o pensionadas a través del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

8. Con acuerdo de la JUNAFO , según sesión N.º 31-2020 del 21 de setiembre de 2020, artículo X, se acogió el Criterio Jurídico presentado por la asesora jurídica externa Karol Monge Molina, respecto a las consultas efectuadas según oficio N.º 439-FC- 2020.

9. Sobre el punto anterior, es importante rescatar que las consultas sobre las cuales se brindó el criterio jurídico fueron:

"4. ANÁLISIS DEL CASO.

En el oficio de consulta se expone la inquietud de que en caso de que se tengan que trasladar aportes de otros regímenes jubilatorios , ¿Como proceder en caso de que la entidad jubilatoria cancele una suma superior al monto aportado por el beneficiario al FJPPJ?, y; ¿Cómo proceder cuando el otro régimen jubilatorio pague un monto igual o inferior al cancelado por el beneficiario en su reconocimiento de tiempo servido?

Por todo lo anterior , tal como se puede extraer de la información, el caso correspondiente al señor Ortega Navarrete, no fue expuesto por el Departamento Financiero Contable en su oportunidad, dadas las fechas sobre las cuales se tenía información en ese momento, por lo que este caso no quedó contemplado en el criterio jurídico aprobado por esa Junta Administradora en su oportunidad.

En virtud de lo citado, se solicita criterio con respecto al tratamiento de los dineros que le fueron acreditados al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de lo cual no se tiene una Cuenta por Cobrar activa para aplicar dichas sumas, las cuales ascienden a ₡ 3,722,769.78, por lo que contablemente en la actualidad se mantiene como una cuenta por pagar en tanto se disponga del tratamiento a seguir”.
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Se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por conocido el informe remitido mediante oficio N° 0468-PF-2021 del 29 de octubre de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y por el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso Financiero, en el cual consultan sobre los recursos que se tienen a favor del señor Gerardo Ortega Navarrete, por traslado de cuotas del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a la Dirección Jurídica ampliación del criterio jurídico número DJ-AJ-C-407-2020 de 2 de julio de 2020, referente al tratamiento adecuado sobre estos recursos y el momento procesal oportuno para la devolución de estos recursos en estudio. 3.) Notificar el presente acuerdo al señor Ortega Navarrete.
[bookmark: _Toc87609570]ARTÍCULO IV
Documento N° 1356-2021

[bookmark: _Toc86071001]El Consejo Superior, mediante oficio N° 9784-2021 de 1 de noviembre de 2021, comunicó el acuerdo dispuesto en sesión N° 93-2021 celebrada el 28 de octubre del 2021, artículo XVIII, que dice:
[bookmark: _Hlk85795980][bookmark: _Hlk85795969]“La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica y el máster David Zeledón González, Coordinador del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, mediante oficio N° DJ-2536-2021 del 18 de octubre de 2021, comunicaron:

“Con el fin de que se haga del conocimiento del Consejo Superior, muy respetuosamente le remito el oficio número DFP-OFI-1201-2021, suscrito por la licenciada Xitlali Espinoza Guzmán, abogada de la Procuraduría General de la República, en el que informa que dentro del proceso tramitado bajo el número de expediente 15-002768-1027-CA, interpuesto por El Estado contra Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda mediante resolución número 000157-F-TC-2021, de las nueve horas del veintiséis de agosto de dos mil veintiuno, acogió el recurso de casación presentado por la Representación Estatal y en consecuencia declaró con lugar la demanda de lesividad, ordenando:

“[…] Se declara con lugar el recurso de casación. En consecuencia, se anula el fallo impugnado en cuanto estimó caduco el proceso de lesividad incoado por el Estado e inadmisible la demanda. En su lugar, fallando por el fondo, se rechaza tal argumento. Se declara con lugar la demanda de lesividad. Se anula el acuerdo del Consejo Superior del Poder judicial, adoptado en la sesión del 3 de setiembre de 2009, articulo XXIV, inciso 3 (ratificado en la sesión 50-10 del 18 de mayo de 2018). La nulidad dispuesta lo es para su inaplicabilidad futura, a partir de la firmeza de esta sentencia. Se resuelve sin condenatoria en costas […]”, (el énfasis es nuestro).

Es oportuno mencionar que la Representación Estatal pretendió con la presentación del proceso de conocimiento, la declaración judicial de lesividad del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 3 de setiembre de 2009, artículo XXIV, inciso 3), mismo que fue ratificado en sesión número 50-10 celebrada el 18 de mayo de 2010, artículo XLII, los cuales dispusieron: “mantener la condición de jubilado del doctor Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, cédula de identidad (valor), a pesar de encontrarse laborando y devengando salario, como Médico Especialista, en la Caja Costarricense de Seguro Social; esto en abierta contravención de la incompatibilidad legalmente establecida por el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (N° 7333). / Y como se acredita que el señor Rodríguez Gutiérrez percibió pensión y salario en forma simultánea, inexorablemente deberá condenársele a reintegrar al Estado las prestaciones de jubilación o pensión percibidas ilícitamente en franca contravención de la incompatibilidad legalmente establecida, pues el percibo de pensión y salario a la vez produce un enriquecimiento sin causa a favor del pensionado, pagado por fondos públicos (con cargo al Presupuesto Nacional) que deben ser devueltos, indexados y con intereses", (extracto realizado del fallo de primera instancia).

El proceso fue conocido en primera instancia por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Séptima, el cual, mediante resolución número 046-2018-VII, de las once horas con quince minutos del veintidós de junio del dos mil dieciocho, declaró inadmisible la demanda ordenando lo siguiente: “se declara que en la especie ha operado la caducidad del plazo para la declaratoria de lesividad y en consecuencia, se declara inadmisible la demanda intentada. Son ambas costas de este proceso, a cargo del Estado”; no obstante, la Representación Estatal recurrió la decisión judicial mencionada, obteniendo como resultado que el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, acogiera el recurso de casación planteado, anulando el fallo impugnado, y en consecuencia declaró con lugar la demanda de lesividad.

[bookmark: _Hlk85796540]Ante lo expuesto, es preciso informar que el fallo ordenó expresamente, que la inaplicabilidad del acto administrativo -acuerdo del Consejo Superior del Poder judicial, adoptado en la sesión del 3 de setiembre de 2009, articulo XXIV, inciso 3 (ratificado en la sesión 50-10 del 18 de mayo de 2018-, afectará las acciones posteriores a la firmeza de la sentencia (para tales efectos, la abogacía del Estado indicó en su comunicado que la notificación de la resolución de segunda instancia fue realizada el 30 de setiembre de 2021), por lo cual, esta unidad jurídica recomienda que no se proceda el trámite cobratorio al señor Rodríguez Gutiérrez sobre los montos que fueron pagados con anterioridad a la firmeza de la sentencia.

[bookmark: _Hlk85796632]Asimismo, se recomienda hacer del conocimiento a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a la Dirección de Gestión Humana, a efecto de que proceda con la inaplicabilidad futura a partir de la firmeza de la sentencia. 

Finalmente, es menester de esta Dirección Jurídica dotar de los insumos suficientes a ese honorable Consejo para la valoración de los presupuestos que se observaron para la resolución del caso en mención; por tal razón, se adiciona el siguiente cuadro resumen de las resoluciones dictadas dentro del proceso judicial número 15-2768-1027-CA: 

	
	

	Expediente
	15-02768-1027-CA

	Número de resolución
	[bookmark: _Hlk85796688]046-2018-VII

	Fecha de resolución
	Once horas quince minutos del veintidós de junio de dos mil dieciocho.

	Parte actora
	El Estado.

	Parte demandada
	Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez.

	Despacho Judicial 
	Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.

	Acto que motiva la demanda

	
Se solicitó, la declaración judicial de lesividad del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 3 de setiembre de 2009, artículo XXIV, inciso 3), mismo que fue ratificado en sesión número 50-10 celebrada el 18 de mayo de 2010, artículo XLII, el cual dispuso: “mantener la condición de jubilado del doctor Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, cédula de identidad (valor), a pesar de encontrarse laborando y devengando salario, como Médico Especialista, en la Caja Costarricense de Seguro Social; esto en abierta contravención de la incompatibilidad legalmente establecida por el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (N° 7333). / Y como se acredita que el señor Rodríguez Gutiérrez percibió pensión y salario en forma simultánea, inexorablemente deberá condenársele a reintegrar al Estado las prestaciones de jubilación o pensión percibidas ilícitamente en franca contravención de la incompatibilidad legalmente establecida, pues el percibo de pensión y salario a la vez produce un enriquecimiento sin causa a favor del pensionado, pagado por fondos públicos (con cargo al Presupuesto Nacional) que deben ser devueltos, indexados y con intereses”.


	Parte dispositiva de la resolución

Por tanto 


	
“[…]se declara que en la especie ha operado la caducidad del plazo para la declaratoria de lesividad y en consecuencia, se declara inadmisible la demanda intentada. Son ambas costas de este proceso, a cargo del Estado. […]”.


	Aspectos considerativos de la resolución





	
La autoridad judicial analizó en relación con el plazo anual establecido en el numeral 34 del CPCA:

“[…]lo procedente conforme a derecho, declarar la caducidad indicada supra y
consecuentemente, declarar inadmisible en todos sus extremos la demanda
intentada de conformidad con los artículos 39.1.a y 120.1, ambos del Código
Procesal Contencioso Administrativo, como en efecto se dispone. Por innecesario,
se omite pronunciamiento sobre los demás argumentos esbozados por las partes
dentro del presente asunto. […]”.





	Recurso de Casación

	Número de resolución
	000157-F-TC-2021

	Fecha de resolución
	Nueve horas del veintiséis de agosto de dos mil veintiuno

	Despacho Judicial
	Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda

	Parte dispositiva de la resolución

Por tanto
	
“[…] Se declara con lugar el recurso de casación. En consecuencia, se anula el fallo
impugnado en cuanto estimó caduco el proceso de lesividad incoado por el Estado e inadmisible la demanda. En su lugar, fallando por el fondo, se rechaza tal argumento. Se declara con lugar la demanda de lesividad. Se anula el acuerdo del Consejo Superior del Poder judicial, adoptado en la sesión del 3 de setiembre de 2009, articulo XXIV, inciso 3 (ratificado en la sesión 50-10 del 18 de mayo de 2018). La nulidad dispuesta lo es para su inaplicabilidad futura, a partir de la firmeza de esta sentencia. Se resuelve sin condenatoria en costas. […]”.




Igualmente se adjunta la siguiente documentación:

1.- Oficio número DFP-OFI-1201-2021, suscrito por la licenciada Xitlali Espinoza Guzmán, abogada de la Procuraduría General de la República.

2.- Resolución número 000157-F-TC-2021 de las nueve horas del veintiséis de agosto de dos mil veintiuno, dictada por el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.

3.- Resolución número 046-2018-VII, de las once horas quince minutos del veintidós de junio de dos mil dieciocho, dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda,”
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Seguidamente, se trascribe el oficio número DFP-OFI-1201-2021, que literalmente dice:

“Con indicaciones del Procurador Adjunto MSc. Luis Guillermo Bonilla Herrera, Procurador de Función Pública, y para los efectos pertinentes, respetuosamente informo y adjunto copia de las resoluciones definitivas dictadas dentro del proceso de lesividad N°15-002768-1027-CA interpuesto por el Estado (Poder Judicial) contra Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez. En este proceso, mediante sentencia No. 046-2018-VII de las 11:15 hrs del 22 de junio del 2018 de la Sección Sétima del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda (notificada electrónicamente el 02 del mes en curso), declara la caducidad del plazo para la declaratoria de lesividad y, en consecuencia, declara inadmisible la demanda, con ambas costas del proceso, a cargo del Estado. Esta representación estatal formula recurso de casación contra la sentencia N° 046-2018-VII ut supra, y es mediante sentencia No. 000157-F-TC-2021 de las 09:00 hrs del 26 de agosto de 2021 –notificada el 30 de setiembre de 2021-, por la que el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, ha dispuesto en su parte dispositiva lo siguiente: “POR TANTO. Se declara con lugar el recurso de casación. En consecuencia, se anula el fallo impugnado en cuanto estimó caduco el proceso de lesividad incoado por el Estado e inadmisible la demanda. En su lugar, fallando por el fondo, se rechaza tal argumento. Se declara con lugar la demanda de lesividad. Se anula el acuerdo del Consejo Superior del Poder judicial, adoptado en la sesión del 3 de setiembre de 2009, articulo XXIV, inciso 3 (ratificado en la sesión 50-10 del 18 de mayo de 2018). La nulidad dispuesta lo es para su inaplicabilidad futura, a partir de la firmeza de esta sentencia. Se resuelve sin condenatoria en costas.” 2 Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 Por lo tanto, hago de su conocimiento las presentes resoluciones y en especial la del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, a fin de que se cumpla con lo dispuesto en esta -sentencia No. 000157-F-TC-2021 de las 09:00 hrs del 26 de agosto de 2021-”
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Documentación adjunta:


 

En sesión N° 83-09 celebrada el 3 de setiembre del 2009, artículo XXIV, se aprobó la jubilación del doctor Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, a partir del 1º de setiembre de ese año. Además, se solicitó al Departamento de Personal, que con estudio de los antecedentes determinara si al doctor Rodríguez Gutiérrez le asistía el derecho de disfrutar la jubilación, aunque trabajara con la Caja Costarricense de Seguro Social, en virtud de que contaba con una situación consolidada.

Posteriormente, en sesión Nº 12-10 celebrada el 11 de febrero recién pasado, artículo LI, se solicitó al Departamento de Personal que informara si constaba en los registros, autorización de este Consejo para que el doctor Rodríguez Gutiérrez laborara en la Caja Costarricense de Seguro Social y a su vez con el Poder Judicial, así como su jornada laboral para la institución. Al propio tiempo, se solicitó al Departamento Financiero Contable que indicara los montos girados al doctor Rodríguez Gutiérrez por concepto de jubilación.

Al respecto este Consejo, en sesión Nº 28-10 celebrada el 23 de marzo último, artículo LXXVI, tomó nota del informe N° 2267-TE-2010 elaborado por el Departamento Financiero Contable, referente a los montos girados al doctor Fernando Rodríguez Gutiérrez. Asimismo, se acordó estar a la espera del informe solicitado al Departamento de Personal en la sesión N° 12-10 del 11 de febrero recién pasado, artículo LI.

Después, en sesión N° 31-10 del 06 de abril último, artículo LV, se conoció nota suscrita por el doctor Rodríguez Gutiérrez, donde expuso su situación jurídica consolidada, por haber prestado sus servicios de anatomía patológica en forma simultánea a la Caja Costarricense de Seguro Social y a este Poder Judicial, por lo que indicó que le correspondía el pago efectivo retroactivo al primero de setiembre del 2009, fecha en la que se le otorgó el derecho de su jubilación. A esos efectos, previamente a resolver lo que correspondiera, se acordó solicitar al Departamento Financiero Contable, que informara a este Consejo en qué cuenta se estaban depositando los montos por concepto de jubilación al doctor Rodríguez Gutiérrez. Además, se solicitó al Departamento de Personal que rindiera el informe que se echaba de menos.

Finalmente, en sesión N° 50-10 celebrada el 18 de mayo de 2010, artículo XLII, se dispuso a tener por rendidos los informes y mantener lo resuelto por ese Consejo en la sesión N° 83-09 del 3 de setiembre del 2009, artículo XXIV, en el sentido de que el derecho de la jubilación aprobada al doctor Rodríguez Gutiérrez se hizo por un octavo de tiempo, pues desde que fue contratado se consintió que también laborara para la Caja Costarricense de Seguro Social. Además, se le aclaró a don Fernando, que desde que su jubilación fue aprobada, el monto que por ese concepto le corresponde se le ha depositado en la cuenta que indica el Departamento Financiero Contable.

Analizado por este Consejo el oficio N° DJ-2536-2021 del 18 de octubre de 2021, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica y el máster David Zeledón González, Coordinador del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, mediante el cual informan respecto a que el proceso de lesividad incoado por el Estado en el expediente N° 15-02768-1027-CA, fue declarado con lugar por el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, se acordó: Tener por recibido la comunicación de la Dirección Jurídica y acoger las recomendaciones en consecuencia: A) Suspender el trámite cobratorio al señor Rodríguez Gutiérrez sobre los montos que fueron pagados con anterioridad a la firmeza de la resolución N° 046-2018-VII de las once horas con quince minutos del veintidós de junio del dos mil dieciocho, dictada por del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. B.) Hacer de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a la Dirección de Gestión Humana, a efecto de que proceda con la inaplicabilidad de lo adoptado en la sesión del 3 de setiembre de 2009, articulo XXIV, inciso 3 y ratificado en la sesión 50-10 del 18 de mayo de 2010. En el entendido que la nulidad dispuesta lo es para su inaplicabilidad futura, a partir de la firmeza de la sentencia dictada por el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Se declara acuerdo firme.”
[bookmark: _Toc86071002]
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[bookmark: _Toc87609574]Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 93-2021 celebrada el 28 de octubre del 2021, artículo XVIII, comunicado mediante oficio de la Secretaría General de la Corte N° 9784-2021 de 1 de noviembre de 2021. 2) Estar a la espera del informe solicitado a la Dirección de la JUNAFO en sesión N° 44-2021, del 1 de noviembre de 2021, artículo VI.
ARTÍCULO V
Documento N° 1363-2021
[bookmark: _Hlk72152731][bookmark: _Hlk69809919]El máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Super Intendencia de Pensiones, mediante oficio N° SP-1085-2021 del 3 de noviembre de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:
“Mediante oficios N°154-PO-2021 y N°288-PO-2021 del 05 de agosto y del 19 de octubre de 2021 respectivamente, su representada solicita el criterio técnico acerca de cuál es el catálogo contable correcto para las transacciones de la Junta Administradora, con el objetivo de revelar la información contable, cumpliendo con la normativa aplicable.

Con base en su consulta, el Reglamento de Información Financiera, en su artículo 2, señala que es aplicable a los entes supervisados por SUGEF, SUGEVAL, SUPEN, y la SUGESE con el propósito de facilitar, tanto a los supervisados como a los usuarios de la información financiera, el acceso en un solo compendio, y mantener la uniformidad en todas esas regulaciones de tal forma que se evite duplicaciones innecesarias.

Tomando en cuenta que el reglamento citado es de aplicación para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), se considera prudente que la Junta Administradora adopte esta normativa y revele la información financiera conforme a las disposiciones emitidas en las Normas Internacionales de la Información Financiera (NIIF). 

Por lo anterior, se agradece tomar las medidas necesarias para que estas disposiciones sean aplicadas a partir del 01 de enero de 2022 y se remitan los estados financieros mensuales e intermedios[footnoteRef:1] de manera física o digital, firmados por el Director o quien ejerza su función en su ausencia y por el Contador o quien lo sustituya. Esta información debe ser remitida en el plazo establecido en el que se envía la información financiera del FJPPJ, en el tanto esta superintendencia le comunique las disposiciones particulares para la carga de información contable.  [1:  a. Estado de Situación Financiera
 b. Estado de Resultados Integral
 c. Estado de Flujos de Efectivo
 d. Estado de Cambios en el Patrimonio
] 


Además, con el cierre contable del 2022, se debe realizar la auditoría externa y presentarla a SUPEN en la fecha establecida en la que se presentan los estados financieros auditados del Fondo. 

Finalmente, es necesario que, a más tardar el 15 de diciembre de 2021, se remita el Presupuesto ordinario de la Junta Administradora para el 2022, el cual debe ser liquidado anualmente y presentado a esta superintendencia en los primeros quince días hábiles posteriores al cierre contable. 

Con respecto a la información financiera que se recibe actualmente de la Junta Administradora, esta debe mantenerse igual hasta el cierre del 31 de diciembre de 2021. 

Para una mayor claridad sobre estas disposiciones, estamos anuentes a coordinar una reunión, para lo cual se les agradece contactarse con José Francisco Solís Camacho al correo soliscj@supen.fi.cr, o al teléfono: 2243-4425.

…”
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Se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por recibido el oficio N° SP-1085-2021 del 3 de noviembre de 2021, suscrito por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Super Intendencia de Pensiones. 2.) Remitir el presente acuerdo a la Dirección de esta Junta Administradora para que tome en consideración las fechas indicadas en la entrega de la información solicitada por la Superintendencia de Pensiones y realice las actividades y funciones necesarias para cumplir con este requerimiento. 
[bookmark: _Toc87609577]ARTÍCULO VI
Documento N° 1377-2021

	El Consejo Superior, en sesión N° 100-2011 celebrada el 29 de noviembre de 2011, artículo XXIX, en lo conducente y con vista en el informe del Departamento de Personal y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al señor José Daniel Mora Varela, Agente de Protección de la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos., 5 años, 6 meses y 16 días laborados para el Ministerio de Justicia y Paz, a partir del 3 de setiembre del año en curso, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢4.269.509,85 (cuatro millones doscientos sesenta y nueve mil quinientos nueve colones con ochenta y cinco céntimos), que se le deduciría de su salario en el tanto de 7% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 del Banco de Costa Rica o 1234-0 del Banco Nacional de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por el Departamento de Personal, el que también tomará nota para lo que corresponda. 
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El servidor José Daniel Mora Varela, Agente de Protección, del Organismo de Investigación Judicial, en nota de 9 de noviembre de 2021, remitió lo siguiente:

“El suscrito José Daniel Mora Varela, mayor, casado, Agente de Protección, del Organismo de Investigación Judicial, cédula de identidad (Valor); respetuosamente expongo y solicito lo siguiente:

Primero: Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial, como Agente de Protección, en fecha 05 de abril del año 2011. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Justicia y Paz, laborando por un período de 05 años y 06 meses.

Segundo: Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento (100%), como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Justicia y Paz, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 50 años de edad; partiendo que tenía más de 05 años laborando para el Ministerio de Justicia y Paz (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del 07 por ciento en relación a cada salario recibido.
 
Tercero: No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22 de mayo del 2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

“Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.”

En ese sentido, con dicha reforma, significa que mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 50 años de edad desapareció, siendo ahora de 65 años de edad, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público, es decir, hubo un cambio de las condiciones para acogerme a mi jubilación. 

En razón de lo anterior, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión.
 
Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía con dicho rebajo. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. -

PETITORIA:
 
En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros de la honorable Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se ordene lo siguiente:


1) Se me reintegre el monto cancelado a la fecha correspondiente a ese rebajo del 07%, el cual era utilizado para equiparar mi pensión, siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el 100% de la pensión al momento de mi jubilación. 
 
2) Se continúe con el pago de mis anualidades como se ha realizado hasta la actualidad.
 	

Notificaciones: señalo el correo electrónico: (Valor) además de mi correo personal (Valor).

Quedo atento para lo que corresponda y agradeciendo de antemano su atención, ”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por el servidor José Daniel Mora Varela, Agente de Protección, del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Indicarle al servidor Mora Varela, que no es posible acoger la gestión planteada en cuando a la devolución del dinero, tomando en consideración que el reconocimiento de tiempo fue aprobado por un acto administrativo válido aplicando la normativa vigente en ese momento, aunado a ello se contaba con su venia para la aprobación del trámite. Asimismo, es menester aclarar esta Junta Administradora no puede realizar excepciones en cuanto al reintegro de los montos, en razón de que en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio " pro fondo "; principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, expresa de la siguiente manera: "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones, y sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación… (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución Nº 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 4.) La Dirección de esta Junta Administradora tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87609579]ARTÍCULO VII
Documento N° 1365-2021 
En sesión Nº 87-19 celebrada el 08 de octubre de 2019, artículo XLV, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Oscar Rodrigo Montenegro Delgado, Investigador de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, 7 años y 10 meses y 23 días, laborados para la Caja Costarricense de Seguro Social, a partir del 18 de agosto del 2018, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma ¢16.961.528,95, que se le deducirían de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
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[bookmark: _Hlk68521121]El servidor Oscar Montenegro Delgado, Investigador del Organismo de Investigación Judicial, mediante nota del 03 de noviembre de 2021, solicito lo siguiente:
“Quien suscribe Oscar Montenegro Delgado, mayor, casado, Investigador judicial, cédula de identidad (Valor); expongo y solicito lo siguiente:

Primero:

Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de San José, como Investigador Judicial, en fecha 04 de junio de 2018. Siendo mi anterior trabajo, en Caja Costarricense del Seguro Social, por un período de 7 años, 10 meses y 23 días.

Segundo:

Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Publica, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 52 años de edad; partiendo que tenía 7 años, 10 meses y 23 días laborando para la Caja Costarricense del Seguro (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido. 

Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado.

(IMAGEN)

Tercero:

No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 52 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público. –

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión. 

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. –

Petitoria :

En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se ordene cesar el cobro, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 52 años de edad.

Solicito, además se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación. 

Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando. –

Para notificaciones señalo, el correo electrónico : (Valor).
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Se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Oscar Montenegro Delgado, Investigador del Organismo de Investigación Judicial, mediante nota del 03 de noviembre de 2021. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Montenegro Delgado, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de diciembre del 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el servidor Montenegro Delgado para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc87609582]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 1373-2021
El licenciado Fabián Salas Fernández. Jefe interino de Proceso Financiero, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 502-PF-2021 del 4 de noviembre de 2021, comunicaron:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Unidad recibió las gestiones de la señora Sandra Blanco Alfaro, en calidad de representante legal de su hijo Fabricio Jorge Umaña Blanco, Fabián Jorge Umaña Blanco en calidad de hijo y Johanna Víctor Arrieta en calidad cónyuge sobreviviente, mediante las cuales solicitan se les otorgue la pensión por el fallecimiento del servidor judicial fallecido Jorge Luis Umaña Jiménez, para lo cual se detalla la siguiente información de interés:

I. Información personal y laboral del señor Jorge Luis Umaña Jiménez. 

• De conformidad con la información sustraída del Registro Civil, al momento de su deceso el servidor Umaña Jiménez contaba con 60 años, 5 meses y 13 días de edad. 

• El señor Umaña Jiménez no fallece en el ejercicio de la profesión. 

• Estado civil: Casado. 

• Condición de nombramiento en el Poder Judicial: Propiedad. 

• Tiempo servido: 4 años, 25 días. 

II. Normativa que regula la gestión. 

Mediante sentencia N° 2021-11957 de fecha martes 25 de mayo del presente año, la Sala Constitucional finalizó el conocimiento de un total de 10 acciones de inconstitucionalidad acumuladas en el expediente 18-007819-0007, que impugnaban la Ley No. 9544 “Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley No. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de mayo de 1933, y sus reformas”. 

Respecto a lo anterior, en lo que interesa dicha Sala dispuso: 

“Cuarto: Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, Araya García y Garro Vargas), se declara inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma.”( el resaltado no pertenece al original) 

El artículo N° 229 de la Ley N° 9544 establece: 

[…] “En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia…”. (Énfasis agregado). 

I. Conclusión. 

Conforme la normativa que regula la solicitud de la señora Blanco Alfaro, en calidad de representante legal de su hijo Fabricio Jorge Umaña Blanco, el joven Fabián Jorge Umaña Blanco y la señora Víctor Arrieta así como del análisis de los antecedentes laborales y personales del señor Jorge Luis Umaña Jiménez al momento de su deceso, se verifica que el exservidor no cumplía con alguno de los requisitos establecidos para aprobar un derecho de jubilación, lo cual, por consiguiente; no permite desde el componente legal de la solicitud, acceder a la determinación de un monto de pensión. 

De esta forma, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por la señora Sandra Blanco Alfaro, en calidad de representante legal de su hijo Fabricio Jorge Umaña Blanco, Fabián Jorge Umaña Blanco y Johanna Víctor Arrieta, para su atención. 

(…)”
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[bookmark: _Toc87609584]Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe remitido por el licenciado Fabián Salas Fernández. Jefe interino de Proceso Financiero, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 502-PF-2021 del 4 de noviembre de 2021, en consecuencia con lo informado, denegar la gestión presentada por la señora Sandra Blanco Alfaro, en calidad de representante legal de su hijo Fabricio Jorge Umaña Blanco, el joven Fabián Jorge Umaña Blanco y la señora Víctor Arrieta, por no haber presentado el señor Jorge Luis Umaña Jiménez al momento de su deceso, con alguno de los requisitos establecidos para aprobar un derecho de jubilación, lo cual, por consiguiente; no permite desde el componente legal de la solicitud, acceder a la determinación de un monto de pensión. 2.) Notificar el presente acuerdo a las personas interesadas. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IX
Documento Nº 1017-2021 / 1374-2021
[bookmark: _Toc82628063]En sesión N° 38-2021 celebrada el 20 de setiembre del 2021, artículo XXI, se acogió la solicitud de pensión que formula el señor Paulo Agustín Camacho Alpízar, cuya asignación mensual equivaldría a ¢764,087.40 mensuales en bruto equivalente al 80% del monto de la jubilación que habría recibido la servidora judicial de haberse jubilado al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento sería a partir del 26 de setiembre de 2020, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544.
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El licenciado Fabián Salas Fernández. Jefe interino de Proceso Financiero, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 504-PF-2021 del 4 de noviembre de 2021, comunicaron:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Unidad en fecha 13 de octubre de 2020, recibió la gestión del señor Paulo Agustín Camacho Alpizar, en calidad de cónyuge de la servidora judicial fallecida María Gabriela Calvo Ramírez, mediante la cual solicitó se le otorgue el beneficio de pensión por el deceso de su esposa. 

Posteriormente, en fecha 15 de octubre de 2021, se recibió la gestión de la señora Olga Ramírez Acosta y el señor Edwin Calvo Chacón, mediante la cual solicitan se les otorgue la pensión por el fallecimiento de su hija, la funcionaria judicial fallecida María Gabriela Calvo Ramírez. 

I. Normativa que regula la gestión. 

La Ley N° 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en su artículo N° 228 establece: 

Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: 

“…a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento. 

Tienen derecho a pensión por orfandad: 

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: 

1.1) Solteros menores de edad. 

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora. 

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas. 

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este…” (Énfasis agregado). 

II. Conclusión. 

Conforme la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones no es posible tramitar la solicitud de la señora Ramírez Acosta y el señor Calvo Chacón, toda vez que el acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 38-2021 celebrada el 20 de setiembre del 2021, en su artículo XXI, aprobó la pensión al señor Paulo Agustín Camacho Alpízar, en calidad de cónyuge sobreviviente y la legislación actual establece que, únicamente en ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este. 

De esta forma, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por la señora Olga Ramírez Acosta y el señor Edwin Calvo Chacón, para su atención de acuerdo con las potestades de ley conferidas al órgano.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe remitido por el licenciado Fabián Salas Fernández. Jefe interino de Proceso Financiero, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 504-PF-2021 del 4 de noviembre de 2021, en consecuencia con lo informado, denegar la gestión presentada, toda vez que el acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 38-2021 celebrada el 20 de setiembre del 2021, en su artículo XXI, aprobó la pensión al señor Paulo Agustín Camacho Alpízar, en calidad de cónyuge sobreviviente y la legislación actual establece que, únicamente en ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer la persona causante dependían económicamente de esta. 2.) Notificar el presente acuerdo a las personas interesadas. Se declara acuerdo firme.
SALE DE LA SESIÓN EL INTEGRANTE MONTERO ZÚÑIGA.
[bookmark: _Toc87609587]ARTÍCULO X
Documento N° 1382-2021
	El MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N°070CJ-2021 de 8 de noviembre de 2021, remitió lo siguiente:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 

Solicitud de Jubilación presentada por CARLOS ALBERTO MONTERO ZÚÑIGA, cédula Nº (Valor), a partir del 01 de diciembre del 2021.

Al 30 de noviembre del 2021, el señor CARLOS ALBERTO MONTERO ZÚÑIGA habrá laborado para este Poder por espacio de 33 años, 5 meses, 3 días. 

TOTAL TIEMPO SERVIDO:33 años, 5 meses, 3 días. 

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:0 años, 0 meses, 0 días. 

TOTAL GENERAL:33 años, 5 meses, 3 días. 

EDAD:55 años, 7 meses, 6 días. 

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:PROFESIONAL EN CONTROL INTERNO, OFICINA DE CONTROL INTERNO

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 350003

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:INTEGRANTE DEL CONSEJO SUPERIOR, CONSEJO SUPERIOR

PUESTO(S) DE REAJUSTE:INTEGRANTE DEL CONSEJO SUPERIOR, 100.00 %

Datos de referencia:
ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:¢ 6,162,418.79

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:¢ 2,053,934.18 (Monto mínimo establecido por la Ley)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 6,165,651.15

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX."
 
"Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992. Tiempo acumulado 4 años, aplica descuento de 2 años en el parámetro de la edad."
	
FÓRMULA APLICADA:

SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor= Monto de Jubilación
 58 años

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 5,910,520.75 (95.86% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Notificaciones:

(Valor)


Consideraciones relevantes:

El señor Montero Zuñiga de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite”.

(Documento con información personal)
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A esos efectos adjunta el oficio número PJ-DGH-CAP-620-2021 del 10 de noviembre de 2021, mediante el cual la licenciada Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa interina de Gestión de la Capacitación informó que, revisado el control de becas y contratos gestionados por el Subproceso, el servidor Montero Zúñiga no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Asimismo, se adjunta el oficio número 511-PF-2021, mediante el cual la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hace constar que; el funcionario judicial Carlos Montero Zúñiga, no presenta deudas pendientes en la cuenta Nº 20192-8 (Contaduría Judicial) por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo” por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por otra parte, se adjunta constancia emitida por el Tribunal de la Inspección Judicial 1565-IJ-2021 de las nueve horas veinte minutos del cinco de noviembre del año dos mil veintiuno, en que se hace constar que revisados los registros que se llevan en ese despacho no se tiene procesos disciplinarios en trámite a nombre del señor Carlos Montero Zúñiga.
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El MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la JUNAFO desea realizar la siguiente aclaración con respecto a los cálculos presentados en la jubilación de referencia:
“La Ley N°. 9544 publicada del 22 de mayo de 2018 en la Gaceta N°. 89-2018, incluía lo referido al transitorio VI, mediante el cual se estableció la posibilidad de que las personas funcionarias judiciales que cumplan requisitos dentro de los siguientes 18 meses se acojan a las condiciones vigentes de la Ley N°. 7333 (anterior Ley), según se puede apreciar a continuación: 

“TRANSITORIO VI- Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.”

De tal manera, cualquier persona funcionaria judicial que antes del 22 de noviembre del 2019 (finaliza el plazo de 18 meses establecidos en el transitorio), cumpla requisitos para acogerse a una jubilación ya sea ordinaria o anticipada, tendrá derecho a realizarlo con las condiciones que indicaba la Ley N°. 7333 (anterior). Sobre este particular, es de vital importancia resaltar que, el transitorio sexto indica expresamente “…según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333…”, en razón de lo cual rescata el cumplimiento de cualquiera de los artículos del título IX de la anterior Ley (N°. 7333) y no se circunscribe únicamente a los requisitos de una jubilación ordinaria. Tomando en consideración lo antes expuesto, conviene destacar que la anterior normativa establecía en su artículo N°. 225 la posibilidad de una jubilación anticipada, con las reglas específicas aplicables, según las condiciones que a continuación se destacan:

“Artículo 225.- Si no se cumpliere con la edad o el número de años de servicio citado, la jubilación se calculará en la siguiente forma:

1. Si el retiro se produjere al cumplir treinta o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor. Para fijarla, se multiplicará el monto del salario promedio, según la regla del artículo 224, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación.

1. Si el retiro se produjere al cumplir el servidor sesenta o más años de edad, pero antes de cumplir treinta años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a diez. Para fijarla, se multiplicará el monto del salario promedio indicado en el artículo anterior por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta; el resultado será el monto de la jubilación.”

De tal manera, cabe destacar que para el caso de análisis la persona gestionante cumple con el requisito establecido en el inciso b) del art. 225, por cuanto antes del 22 de noviembre de 2019, poseía más de 60 años de edad y más de 10 años de laborar para el Poder Judicial, en razón de lo cual aplica para la tramitación de su jubilación las reglas anteriormente descritas.

Al respecto se debe destacar que el transitorio es claro en afirmar: “Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión…”, en razón de lo cual el derecho de acogerse a las condiciones de la Ley N°. 7333 lo obtienen las personas funcionarias al momento de cumplir con los requisitos y no significa que deban jubilarse antes de que venza el plazo establecido en el transitorio VI de la Ley N°. 9544. En virtud de lo anterior, existe una población de personas funcionarias activas que actualmente cumplieron los requisitos solicitados por la Ley N°. 7333 antes de finalizar el plazo definido en el transitorio de cita, debido a lo cual podrán acogerse a su derecho jubilatorio al momento que mejor lo estimen, respetándole su derecho, independientemente del momento en que hagan efectivo el mismo; es decir existirán aún durante los próximos años tramitación de jubilaciones que se calcularán con base en las reglas de la Ley N°. 7333 (anterior), debido a la aplicación del transitorio citado.

De igual forma, existen una serie de personas que cumplen sus requisitos jubilatorios con una fecha posterior al 22 de noviembre de 2019 (edad o tiempo servido), en razón de lo cual al quedar descubiertos del transitorio VI de la Ley N°. 9544, dichas personas se deberán ajustar a los nuevos requisitos jubilatorios definidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (aumento de edad y aumento de tiempo servido, entre otros), así sea que, requieran únicamente un día hábil para cumplir los requisitos, sin posibilidad alguna de que la JUNAFO efectúe excepción a dichas reglas.

No omito manifestar que, los cálculos a la fecha tramitados han sido efectuados en estricto apego a las reglas definidas por Ley, según aplique para las diversas personas gestionantes y conforme a las certificaciones respectivas que sobre cada persona funcionaria activa se cuenta en los expedientes de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial y/o en las certificaciones emitidas por la Dirección General de Contabilidad Nacional. 

Esta aclaración es importante que se considere, para una adecuada interpretación y explicación del tratamiento de las reglas pertinentes aplicables a las personas que se jubilen a la luz de las condiciones señaladas, por cuanto en ocasiones existe confusión dentro de la población afiliada e incluso ha sido necesario explicar las mismas ante la Superintendencia de Pensiones en pasadas oportunidades”.
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Se aclara que para el análisis del presente caso, al máster Carlos Montero Zúñiga le aplica el artículo 225 inciso a) del artículo 225, en razón de cumplir con más de 30 años de servicio antes del 22 de noviembre de 2019.

Por unanimidad, se acordó: 1.) La JUNAFO destaca que el señor Carlos Montero Zúñiga, se jubila bajos los preceptos de la Ley N°. 7333 por cuanto antes del vencimiento del plazo del transitorio VI de la Ley N°. 9544 (22 de noviembre de 2019), había cumplido con el requisito de cumplir treinta o más años de servicio, definidos en el artículo 225 inciso a) de la Ley N°. 7333, para optar por las condiciones de una jubilación anticipada, por cuanto puede acogerse a su derecho jubilatorio con las condiciones definidas por dicha ley. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del señor Carlos Montero Zúñiga, integrante del Consejo Superior, cuya asignación mensual bruta será ¢5,910,520.75 (cinco millones novecientos diez mil quinientos veinte colones y setenta y cinco céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 1 de diciembre de 2021. 3.) Se previene al señor Montero Zúñiga, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene al señor Montero Zúñiga, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior. 6.) La Corte Plena, el Consejo Superior, la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes.
ENTRA A LA SESIÓN EL INTEGRANTE MONTERO ZÚÑIGA.
ARTÍCULO XI

Documento N° 1388-2021
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 318-PO-2021, del 12 de noviembre de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión del joven Frank Jiménez Fernández, número de cédula (valor), en forma atenta se indica:

· Que los días 16 y 28 de septiembre de 2021 esta oficina vía correo electrónico indicó a las personas pensionadas judiciales que estudian bajo la modalidad cuatrimestral que, la fecha límite para la presentación de los documentos de estudio era el 30 de septiembre de 2021, entre ellas se incluyó al pensionado Jiménez Fernández.

· Que al no recibirse la documentación pertinente en la fecha señalada por parte del joven Frank Jiménez (documento de continuidad de estudios y calificaciones del período anterior), el 01 de octubre de 2021 se le indicó vía correo electrónico que, se procedería a suspender el beneficio a partir de la primera quincena de octubre de 2021.

· Que el 07 de octubre de 2021 desde la cuenta de correo electrónico (valor) se remitió a esta oficina la matrícula de las asignaturas de Ciencias (octavo año) e Inglés (noveno año), como parte de la Convocatoria del III Ciclo de E.G.B.A. 02-2021, razón por la cual el beneficio no fue suspendido en la I quincena de octubre de 2021. 

En relación con el documento presentado surgieron varias dudas, por lo que, el mismo día esta oficina procedió a solicitar las aclaraciones respectivas: las fechas en la que se realizarían los exámenes, el documento de continuidad en el curso lectivo en la Sede Regional de Heredia y las calificaciones del período anterior. 

· Que el 15 de octubre de 2021 se reiteró la solicitud de la información pendiente, brindando como plazo máximo el día 20 de octubre de 2021, con el fin de cumplir con los registros de estudios a favor del pensionado estudiante en el SIGA-FJP. Al no recibir respuesta, el 21 de octubre de 2021 se informó vía correo electrónico al pensionado que el beneficio sería suspendido a partir del 16 de octubre de 2021.

· Que el 09 de noviembre de 2021 desde la cuenta (valor) se recibe la solicitud de reactivación del beneficio de pensión, así como la constancia de continuidad de estudios como estudiante regular en el programa de educación abierta cursando el octavo y décimo año. 

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía el joven Frank Jiménez Fernández era por la suma de ¢336.378,46 (¢168.189,23 por quincena).

· Que la fecha de nacimiento del pensionado estudiante es el 29 de noviembre de 1996, por lo que, cumpliría los 25 años el próximo 29 de noviembre de 2021.


Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha.

…”
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Analizada la presente gestión, se acuerda por mayoría: 1.) Tener por recibido el oficio N° 318-PO-2021, del 12 de noviembre de 2021, suscrito por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Operaciones. 2.) Tomando en consideración los elementos antes expuestos, se ordena el pago de la pensión del joven Frank Jiménez Fernández, a partir del 16 de octubre del presente año. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada.

La integrante Moya Aguilar se aparta del voto de mayoría, en el sentido de que autoriza el pago de la pensión para el joven Jiménez Fernández, pero desde el día en que completó la documentación requerida por parte de la Dirección de la JUNAFO. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO XII

Documento Nº 1391-2021
[bookmark: _Toc29277315]El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 01-2020 celebrada el 07 de enero de 2020, artículo XXXVII, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI y 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, artículo V, donde se dispuso que el funcionamiento de la Junta de Administración inicia para febrero de 2020, por mayoría, se acordó: 1.) Tomar nota del informe N° 5761-AP-2019 del 16 de diciembre de 2019, de la Dirección de Gestión Humana, referente al cumplimiento de uno de los requisitos para optar por el beneficio de jubilación de la señora Lilliana Maria Cordero Calderón, y conforme lo solicita dejar en suspenso la fecha a partir de la cual se acogerá a ese derecho. 2.) Comunicar a la servidora Cordero Calderón, que el detalle del monto de la jubilación le será proporcionado por la Dirección de Gestión Humana, conforme lo dispuesto por este Órgano en sesión Nº 02-13 del 10 de enero de 2013, artículo LXXX. 

La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez vota por no conocer el asunto, en tanto estima que a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“ En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas. Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada. 

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
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El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso Financiero, mediante oficio N° 0549-PF-2021 del 12 de noviembre de 2021, comunicó:
“Mediante correo electrónico de fecha 10 de noviembre de 2021, esta Dirección recibió solicitud de jubilación de la señora Lilliana Cordero Calderón, cédula de identidad (valor), indicando lo siguiente:

“En virtud de que tengo más de 32 años de laborar para esta institución; Así como tengo el derecho fijado, procedo a informar a esta junta que a partir del día viernes 12 de noviembre del 2021 procederé acogerme a la jubilación que por derecho me corresponde y tengo debidamente aprobado.” (el resaltado no pertenece al original)

Posteriormente en correo del 11 de noviembre, aclaró:

“En virtud de que me incapacitaron el día viernes 12, sábado 13 y domingo 14 de noviembre del 2021. Debo aclarar que me debo acoger a la jubilación a partir del lunes 15 de noviembre del 2021”. (el resaltado no pertenece al original)

Respecto a la fijación de derecho de la señora Cordero Calderón, el Consejo Superior en sesión N°. 001-2020, celebrada el 07 de enero de 2020, artículo XXXVII, acordó:

“se acordó: 1.) Tomar nota del informe N° 5761-AP-2019 del 16 de diciembre de 2019, de la Dirección de Gestión Humana, referente al cumplimiento de uno de los requisitos para optar por el beneficio de jubilación de la señora Lilliana Maria Cordero Calderón, y conforme lo solicita dejar en suspenso la fecha a partir de la cual se acogerá a ese derecho…”

En cuanto a los requisitos jubilatorios se constató que la señora Cordero Calderón, en cumplimiento de lo establecido en el transitorio VI de la Ley N°9544, acumuló 30 años de servicio antes del antes del 22 de noviembre de 2019 (fecha en que se concluye el plazo de los 18 meses para cumplir con alguno de los requisitos de la ley anterior), razón por la cual puede jubilarse con las condiciones de la Ley N°7333.

En virtud de lo antes expuesto y dado que la señora Cordero Calderón efectivamente tiene fijado su derecho, se determina que puede acogerse al beneficio de jubilación a partir del 15 de noviembre de 2021 como lo solicita, no obstante, dado que no está considerando el plazo de los dos meses requeridos para el trámite de cálculo y aprobación monto por parte del órgano superior (artículo N°5 del Reglamento General del FJPPJ), no es posible garantizarle la inclusión en la planilla de jubilados de la segunda quincena de noviembre, por lo que el pago que le corresponde, se realizará de forma retroactiva una vez que los cálculos sean conocidos y validados por la Junta. 

Cabe señalar que, todo lo anterior le fue informado a la señora Cordero Calderón para su valoración, sin embargo, mantuvo su decisión de retirarse en la fecha solicitada, por lo que esta Dirección procederá con la jubilación considerando los dos meses que se tienen para la tramitación de esta. 

Así la cosas, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por la señora Lilliana Cordero Calderón, para lo que a bien estime manifestar.

Anexos:

1. Solicitud de jubilación y aclaración de fecha.





1. Acuerdo de fijación de derecho
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Por unanimidad, se dispuso: 1.) Tener por conocido el oficio N° 0549-PF-2021 del 12 de noviembre de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, y por el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso Financiero. 2.) Acoger la solicitud presentada por la licenciada Lilliana Cordero Calderón, Jueza del Juzgado Penal de Turno Extraordinario del Primer Circuito Judicial de San José, en consecuencia, autorizar la jubilación de la servidora Cordero Calderón, a partir del 15 de noviembre de 2021. 3.) La Dirección de la JUNAFO elaborará el informe y cálculo de los montos que le correspondan a la señora Lilliana por el concepto indicado e informará lo pertinente a este órgano. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Juzgado Penal de Turno Extraordinario del Primer Circuito Judicial de San José, del Consejo Superior, de la Dirección de Gestión Humana y del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para lo que corresponda. 5.) Notificar el presente acuerdo a la licenciada Cordero Calderón. Se declara este acuerdo firme.
---o0o---
A las diez horas con treinta minutos terminó la sesión.


LIC. ARNOLDO HERNÁNDEZ SOLANO                    LIC. ANA LUCRECIA RUIZ ROLAS
Presidente Junta Administradora                                  Secretaría Junta Administradora
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Proceso de conocimiento -lesividad-
Actor: El Estado.


Demandado: Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez.
Expediente No. 15-02768-1027-CA


No.046-2018-VII.
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y CIVIL DE HACIENDA, 
SECCIÓN SÉPTIMA. SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ. 
Goicoechea, a las once horas con quince minutos del veintidós de junio del 
dos mil dieciocho.
Proceso de conocimiento contencioso administrativo -de lesividad-, establecido 


por el Estado, representado por el procurador adjunto Luis Guillermo Bonilla 


Herrera, abogado, con cédula de identidad 1-0841-0322, vecino de Cartago, 


contra Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, con cédula de identidad número 


1-0528-0161, médico, vecino de San José. Ambos son mayores. 


RESULTANDO
1. Con el presente asunto, la parte actora pretende que en sentencia se declare: 


"(...) requerimos en este caso la declaración judicial de lesividad del acuerdo 
adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión celebrada el 3 de 
setiembre de 2009, artículo XXIV, específicamente el inciso número 3), ratificado 
en sesión 50-10 celebrada el 18 de mayo de 2010, artículo XLII, en que se dispuso 
mantener la condición de jubilado del doctor Fernando Santiago Rodríguez 
Gutiérrez, cédula de identidad 105280161, a pesar de encontrarse laborando y 
devengando salario, como Médico Especialista, en la Caja Costarricense de 
Seguro Social; esto en abierta contravención de la incompatibilidad legalmente 
establecida por el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (N° 7333). / Y 
como se acredita que el señor Rodríguez Gutiérrez percibió pensión y salario en 
forma simultánea, inexorablemente deberá condenársele a reintegrar al Estado las 
prestaciones de jubilación o pensión percibidas ilícitamente en franca 
contravención de la incompatibilidad legalmente establecida, pues el percibo de 
pensión y salario a la vez produce un enriquecimiento sin causa a favor del 
pensionado, pagado por fondos públicos (con cargo al Presupuesto Nacional) que 
deben ser devueltos, indexados y con intereses. / Condénese al perdidoso al pago 
de las costas de esta acción". 
2. La representación de la parte demandada no contestó la demanda dentro del 


plazo para ello conferido, declarándose en autos su rebeldía. 


3. La audiencia preliminar correspondiente se llevó a cabo a las 13:36 horas del 30 


de junio del 2016. 
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4. En los procedimientos se han observado las prescripciones y términos de ley, y 


no se perciben vicios, defectos u omisiones susceptibles de producir nulidad de lo 


actuado o indefensión a las partes. Se dicta esta sentencia dentro del plazo que 


permiten las labores del Despacho, previas las deliberaciones de rigor y por 


criterio unánime del Tribunal. 


Redacta la Juez Quesada Vargas; y,
 CONSIDERANDO 


I. Hechos probados: Se tiene por demostrados los siguientes hechos, de 
importancia para la resolución de este asunto, al encontrar sustento en los 
elementos de convicción que en su apoyo se citan: 1. Que el Consejo Superior del 
Poder Judicial, mediante acuerdo correspondiente al inciso 3), artículo XXIV de la 
sesión celebrada el 03 de setiembre del 2009,  dispuso, en lo que interesa: "1.) 
Aprobar la jubilación del doctor Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, cuya 
asignación mensual será de ¢450.460,78 (cuatrocientos cincuenta mil 
cuatrocientos sesenta colones con setenta y ocho céntimos), a partir del 1° de 
setiembre en curso. 2.) Agradecer a don Fernando Santiago los servicios 
prestados al Poder Judicial y de conformidad con los artículos 1° y 3° del 
Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y Reconocimiento, que 
se le entregará oportunamente. 3.) Solicitar al Departamento de Personal, que con 
estudio de los antecedentes determine si al doctor Rodríguez Gutiérrez le asiste el 
derecho de disfrutar la jubilación, aunque trabaje con la Caja Costarricense de  
Seguro Social, en virtud de que cuenta con una situación consolidada, al autorizar 
en su oportunidad este Consejo que el citado profesional laborara para la Caja 
Costarricense de Seguro Social y a su vez con el Poder Judicial". (Ver folios 08 a 
17 del principal). 2. Que mediante acuerdo correspondiente al artículo XXVI de la 
sesión No. 2-2014 celebrada por Corte Plena, Poder Judicial, en fecha 20 de 
enero del 2014, se dispuso, en lo que interesa: "POR TANTO: / 1.) Conforme a lo 
expuesto y normativa citada, se declara lesivo a los intereses del Estado, el acto 
administrativo del Consejo Superior acordado en sesión celebrada el tres de 
setiembre del dos mil nueve, artículo XXIV, específicamente el inciso número 3) 
ratificado en sesión celebrada el dieciocho de mayo del dos mil diez, artículo XLII, 
en que se dispuso mantener la condición de jubilado del doctor Fernando 
Rodríguez Gutiérrez a pesar de realizar labores para la Caja Costarricense del 
Seguro  Social y recibir salario por ello. 2) Comuníquese este acuerdo y remítanse 
las diligencias respectivas .a la Procuraduría General de la República, para que 
demande ante el órgano jurisdiccional competente la declaración judicial de 
lesividad del referido acuerdo. NOTIFIQUESE." (ver folio 08 a 17 del principal). 3. 
Que el presente asunto fue presentado a estrados en fecha 15 de julio del 2014 
(ver folio 38 de los autos). 


II. Argumenta la parte actora, en sustento de su acción y en lo conducente: 


" Primero.- Que el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión celebrada el 3 
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de setiembre de 2009, artículo XXIV, al conocer la solicitud del doctor Fernando 


Santiago Rodríguez Gutiérrez, cédula de identidad 105280161, para acogerse a la 


jubilación del Poder Judicial, acordó: / "1) Aprobar la jubilación del doctor 


Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, cuya asignación mensual será de 


¢450.460,78 (cuatrocientos cincuenta mil cuatrocientos sesenta colones con 


setenta y ocho céntimos) a partir del 1° de setiembre en curso. 2) Agradecer a don 


Fernando Santiago los servicios prestados al Poder Judicial y de conformidad con 


los artículos 1° y 3° del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y 


Reconocimiento; que se le entregará oportunamente. 3) Solicitar al Departamento 


de Personal; que con estudio de los antecedentes determine si al doctor 


Rodríguez Gutiérrez le asiste el derecho de disfrutar la jubilación aunque trabaje 


con la Caja Costarricense de Seguro Social, en virtud de que cuenta con una 


situación consolidada, al autorizar en su oportunidad este Consejo que el citado 


profesional laborara para la Caja Costarricense de Seguro Social y a su vez con el 


Poder Judicial". / Segundo.- Que el Consejo Superior del Poder Judicial en la 


sesión 50-10 celebrada el 18 de mayo de 2010, artículo XLII, al conocer sobre el 


caso del doctor Rodríguez Gutiérrez y recibir los informes de los Departamento de 


Personal (oficio N° 0493- UJP-2010 de 5 de mayo de 2010) y del Departamento 


Financiero Contable (Oficio N° 3901-DE-2010 de 3 de mayo de 2010), acordó: / 


"(...) Tener por rendidos los informes anteriores, en consecuencia  se mantiene lo 


resuelto por ese Consejo en la sesión N° 83-09 de 3 de setiembre del 2009/ 


artículo XXIV, en el sentido de que el derecho de la jubilación aprobada al doctor 


Rodríguez Gutiérrez se hizo por un octavo de tiempo, pues desde que fue 


contratado se consintió que también laborara  para la Caja Costarricense de 


Seguro Social (...)". / Tercero.- Que el Consejo Superior del Poder Judicial en la 


sesión celebrada el 29 de noviembre de 2012, artículo L, conoce informe AL DP 


N° 019-12 de la asesora jurídica a.i, en relación a la aplicación del artículo 234 de 


la Ley Orgánica del Poder Judicial y la incompatibilidad allí establecida, que 


recomienda declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta (art. 173 LGAP), y 


dispuso tener por rendido aquel informe y trasladar las diligencias a la Dirección 


Ejecutiva, a efecto de tramitar los procedimientos de lesividad que correspondan. / 
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Cuarto.- Según consta en el 0ficio N° 765-TE-2013 de 18 de abril de 2013, de la 


Jefatura Financiero Contable, a diciembre de 2012 (fecha del último cruce 


confeccionado) el señor Rodríguez Gutiérrez aparece laborando a las órdenes de 


la Caja Costarricense de Seguro Social. / Quinto.- En sesión celebrada el 7 de  


marzo de 2013, artículo LXXXV, el Consejo Superior, luego de conocer informe de 


la Dirección Ejecutiva, acordó: / "(...) La Dirección Ejecutiva (...) a su vez 


continuará con el proceso de lesividad del acuerdo del Consejo Superior aplicable 


al Dr. Fernando Rodríguez Gutiérrez". / Sexto.- La Corte Plena, luego de un 


estudio pormenorizado del caso, en sesión celebrada el 26 de agosto de 2013, 


artículo XIX, designó a la Licda. Flor Isabel Segura Chaves, Asesora Jurídica de la 


Dirección Ejecutiva, como órgano Director del procedimiento administrativo; 


acuerdo que fue comunicado a la Dirección Ejecutiva el 16 de setiembre de 2013, 


mediante oficio N°10069-13 de 12 de setiembre de 2012. / Octavo.- La Corte 


Plena en sesión celebrada el 14 de octubre de 2013 acordó: / "1) Aprobar la 


propuesta del Magistrado Castillo, por ende, modificar el acuerdo adoptado en 


sesión N° 36-13 celebrada el 26 de agosto del año en curso, artículo XIX, en 


sentido de que se debe declarar la lesividad de los acuerdos del Consejo Superior, 


específicamente, el inciso 3) de la sesión celebrada el 3 de setiembre de 2009, 


artículo XXIV, y del artículo XLII de la sesión del 18 de mayo de 2010, dado que 


no se discute el derecho a la jubilación otorgado al doctor Rodríguez Gutiérrez. 2) 


La Dirección Ejecutiva remitirá el proyecto de resolución de la citada declaratoria 


de lesividad. 3) Dejar sin efecto el nombramiento de la licenciada Flor Isabel 


Segura Chaves, Asesora Jurídica de la Dirección Ejecutiva, como órgano Director 


del Procedimiento". / Noveno.- Por oficio No. 2813-TE-201 de 11 de diciembre de 


2013, la Jefatura del Departamento Financiero Contable, informa que del mes de 


setiembre del 2009 a noviembre de 2013, al señor Rodríguez Gutiérrez se le han 


girado por concepto de jubilación ¢25.892.980,27 (veinticinco millones ochocientos 


noventa y dos mil novecientos ochenta colones con veintisiete céntimos). / 


Décimo.- La Corte Plena, en su condición de órgano jerárquico superior supremo 


del Poder Judicial, en la sesión N° 2-2014 celebrada el 20 de enero de 2014, 


artículo XXVI, acordó: "(...) declarar lesivo a los intereses del Estado, el acto 
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administrativo del Consejo Superior acordado en sesión celebrada el tres de 


setiembre del dos mil nueve, artículo XXI~ específicamente el inciso número 3) 


ratificado en sesión celebrada el dieciocho de mayo de dos mil diez, artículo XLII, 


en que se dispuso mantener la condición de jubilado del doctor Fernando 


Rodríguez Gutiérrez a pesar de realizar labores para la Caja Costarricense de 


Seguro Social y recibir salario por ello. 2) Comunicar este acuerdo y remítanse las 


diligencias respectivas a la Procuraduría General de la República para que 


demande ante el órgano jurisdiccional competente la declaración de lesividad del 


referido acuerdo". / Décimo primero.- Con vista del oficio RS-1531-2014 de 19 de 


mayo de 2014 de la Dirección Administración y Gestión de Personal, Subárea 


Remuneración Salarial de la Caja Costarricense de Seguro Social, el señor 


Rodríguez Gutiérrez se encuentra laborando en propiedad como médico 


especialista en el Hospital Dr. Rafael A. Calderón Guardia y se encuentra 


trasladado interinamente en el Hospital Dr. Tony Facio de Limón. (...)".


Por su parte, la representación de la parte demandada adujo, apersonándose a 


los autos luego de declarada su rebeldía dentro del proceso, que los cobros 


pretendidos por parte de la administración, se encuentran prescritos. 


III. Sobre la caducidad detectada de oficio por el Tribunal. De previo a valorar 


los demás alegatos sustantivos de la demanda, estima este Tribunal procedente 


pronunciarse sobre una eventual caducidad detectada oficiosamente, por haber 


transcurrido el plazo anual establecido en el numeral 34 del Código Procesal 


Contencioso Administrativo. El numeral 34 del Código de rito indicado, señala que 


de previo a acceder a estrados con la interposición de la demanda de lesividad, la 


administración creadora de un acto declaratorio de derechos, deberá declararlo 


lesivo a los intereses públicos, para lo cual el ordenamiento jurídico vigente le 


confiere un plazo máximo de un año calendario, contado a partir de la fecha de su 


emisión, sin preveer la normativa legal vigente, posibilidad alguna de ampliación 


por parte del funcionario administrativo (artículo 34 inciso 1 del texto legal de rito 


en relación con el artículo 10 inciso 5 del mismo cuerpo normativo). Señala en su 
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literalidad dicho articulado 34, en lo que resulta de interés: "(...) 1) Cuando la 


propia Administración, autora de algún acto declarativo de derechos, pretenda 


demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 


previamente el superior jerárquico supremo deberá declararlo lesivo a los 


intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza. El plazo máximo 


para ello será de un año, contado a partir del día siguiente a aquel en que haya 


sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo caso, 


dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos. En este último 


supuesto, el plazo de un año correrá a partir de que cesen sus efectos y la 


sentencia que declare la nulidad lo hará, únicamente, para fines de su anulación e 


inaplicabilidad futura. (...)" . En el caso que nos ocupa, el acto que se estima lesivo 


a los intereses públicos y que dio origen a la presente litis, fue adoptado por el 


Poder Judicial, puntualmente por su Consejo Superior, mediante acuerdo 


correspondiente al inciso 3), artículo XXIV de la sesión celebrada el 03 de 


setiembre del 2009,  que dispuso, en lo que interesa, "Aprobar la jubilación del 


doctor Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, cuya asignación mensual sería de 


¢450.460,78 (cuatrocientos cincuenta mil cuatrocientos sesenta colones con 


setenta y ocho céntimos), a partir del 1° de setiembre en curso. 2.) Agradecer a 


don Fernando Santiago los servicios prestados al Poder Judicial y de conformidad 


con los artículos 1° y 3° del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de 


Mérito y Reconocimiento, que se le entregará oportunamente. 3.) Solicitar al 


Departamento de Personal, que con estudio de los anteceden/es determine si al 


doctor Rodríguez Gutiérrez le asiste el derecho de disfrutar la jubilación, aunque 


trabaje con la Caja Costarricense de  Seguro Social, en virtud de que cuenta con 


una situación consolidada, al autorizar en su oportunidad este Consejo que el 


citado profesional laborara para la Caja Costarricense de Seguro Social y a su vez 


con el Poder Judicial", según consta a folios que corren del 08 al 17 del principal. 


Siendo ésa su fecha de emisión, a saber, el 03 de setiembre del 2009, era a partir 


de dicha data que debía empezar a computarse el término anual y fatal para el 


ejercicio de la potestad de la declaratoria de lesividad, término que venció el día 


03 de setiembre del 2010. Pero no es sino, hasta el día 20 de enero del 2014, es 
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decir, con amplísima posterioridad al vencimiento de aquélla fecha, cuando la 


administración procedió a la emisión de dicha declaratoria de lesividad, la cual fue 


realizada mediante acuerdo adoptado por Corte Plena en la sesión No. 2-2014 del 


20 de enero del 2014, correspondiente al artículo XXVI, más de tres años después 


del surgimiento a la vida jurídica del acto declarado lesivo. Así las cosas, es 


absolutamente claro para este Tribunal, que habiendo transcurrido de sobra el 


plazo anual previsto en el inciso primero del artículo 34 del Código Procesal 


Contencioso Administrativo, al momento del dictado de la declaratoria de lesividad, 


en la especie ha operado la caducidad para el ejercicio de dicha potestad, 


declaratoria que se constituye en la génesis de este proceso. De tal suerte que, es 


lo procedente conforme a derecho, declarar la caducidad indicada supra y 


consecuentemente, declarar inadmisible en todos sus extremos la demanda 


intentada de conformidad con los artículos 39.1.a y 120.1, ambos del Código 


Procesal Contencioso Administrativo, como en efecto se dispone. Por innecesario, 


se omite pronunciamiento sobre los demás argumentos esbozados por las partes 


dentro del presente asunto. 


IV. Sobre las costas del proceso. El artículo 193 del Código Procesal 


Contencioso Administrativo establece que las costas procesales y personales se 


imponen al vencido por el solo hecho de serlo. La dispensa en dicha condena sólo 


es viable cuando hubiere, a juicio del Tribunal, motivo suficiente para litigar o 


cuando la sentencia se dicte en virtud de pruebas que desconociera la parte 


contraria. En la especie, no considera este Tribunal que existan motivos 


suficientes que permitan aplicar las excepciones que fija la normativa aplicable ni 


quebrar el postulado de condena al vencido, por ende, se impone resolver el 


presente asunto, resultando ambas costas del proceso a cargo del Estado. 


POR TANTO
De oficio, se declara que en la especie ha operado la caducidad del plazo para la 


declaratoria de lesividad y en consecuencia, se declara inadmisible la demanda 


intentada. Son ambas costas de este proceso, a cargo del Estado. Notifíquese.- 


Sandra M. Quesada Vargas.- Francisco Hidalgo Rueda.- Francisco J. Muñoz 
Chacón.- 
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RE Solicitud de jubilaci�n .msg
RE: Solicitud de jubilación 

		From

		Oslean Mora Valdez

		To

		Lilliana Cordero Calderon

		Cc

		Jubilaciones y Pensiones - David Castillo Mora

		Recipients

		corderolilliana0@icloud.com; dcastillo@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes:



 



Doña Liliana, tenemos en nuestros registros que su persona fijo derecho de jubilación mediante acuerdo del Consejo Superior N°. 001-2020, artículo XXXVII, según se detalla a continuación:



 



"se acordó: 1.) Tomar nota del informe N° 5761-AP-2019 del 16 de diciembre de 2019, de la Dirección de Gestión Humana, referente al cumplimiento de uno de los requisitos para optar por el beneficio de jubilación de la señora Lilliana Maria Cordero Calderón, y conforme lo solicita dejar en suspenso la fecha a partir de la cual se acogerá a ese derecho.”



 



No obstante, desde esa fecha no se registra gestión adicional de su persona, en razón de lo cual se necesitan realizar los cálculos de estimación y aprobación final del monto de su jubilación que deben pasar a conocimiento de la JUNAFO, nuevo órgano encargado de estas gestiones. Como usted ya fijo su derecho, puede retirarse cuando mejor así lo estime, sin embargo debo advertirle que el trámite cálculo e inclusión de su persona en la planilla de jubilados y pensionados tardara hasta dos meses en ejecutarse. De tal forma, el requisito de los dos meses de anticipación a la salida, se hace con el fin de no perjudicar a la persona que se jubila y que le sea posible dejar de percibir su salario como persona funcionaria activa y en la quincena inmediata, perciba el beneficio económico por jubilación, de tal forma se evitaría una afectación económica.



 



No omito manifestar que, una salida en un plazo menor a los 2 meses requeridos en el Reglamento General del FJPPJ, provocaría una afectación económica a su persona, dado que no podríamos garantizarle la inclusión en la planilla de jubilados en la quincena siguiente a su partida y por lo tanto dejará de percibir el beneficio económico durante ese lapso. No obstante, dichos recursos no los pierde, simplemente los deja de percibir durante ese tiempo y al momento en el cual sea posible incorporarla en la planilla de jubilados, se le haría el pago retroactivo correspondiente.



 



En el caso particular de su trámite, al encontrarse su persona cumpliendo con los requisitos puede acogerse a su derecho jubilatorio en el momento que mejor lo estime, únicamente debería proceder con la notificación formal respectiva tanto al Poder Judicial como patrono, como a la Junta Administradora del FJPPJ, como administrador del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (esto último lo ejecuta en este acto).



 



Copio a don David de su trámite, para efectos de coordinar lo necesario para la gestión respectiva.



 



Espero la información le sea de utilidad.



 



Saludos cordiales, 



 



 







 



-----Mensaje original-----
De: Lilliana Cordero Calderon <corderolilliana0@icloud.com> 
Enviado el: miércoles, 10 de noviembre de 2021 04:02
Para: Oslean Mora Valdez <omorava@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Solicitud de jubilación 



 



Señores jubilaciones del poder judicial, señor Olsen Mora Valdez. Quien suscribe Liliana Cordero Calderón mayor cédula 1-0737-0513, Funcionaria Judicial por ser Jueza Penal del juzgado penal de turno extraordinario del segundo circuito de San José.



En virtud de que tengo más de 32 años de laborar para esta institución; Así cómo tengo el derecho fijado, procedo a informar a esta junta que a partir del día viernes 12 de Noviembre del 2021 procederé acogerme a la jubilación que por derecho me corresponde y tengo debidamente aprobado. 



Sin mas se despide Liliana Cordero Calderón. 



 



 



Enviado desde mi iPhone
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[bookmark: _GoBack]San José, 10 de enero de 2020


N° 188-2020


Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora


MBA. Roxana Arrieta Meléndez 


Directora interina de Gestión Humana








Estimada señora:








Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 01-2020 celebrada el 07 de enero de 2020, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc29277315]“ARTÍCULO XXXVII





DOCUMENTO N° 16481-19





La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden Subdirectora interina y Jefe de Administración de Personal, ambos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° 5761-AP-2019 del 16 de diciembre de 2019, informaron:





			“


			Aprobación del Derecho Jubilatorio por Cumplimiento de Requisitos


			


			


			


			


			


			





			De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 30-14, celebrada el 3 de abril de 2014, artículo XV, esta Dirección rinde el informe correspondiente sobre la solicitud presentada por la señora LILLIANA MARIA CORDERO CALDERON, cédula de identidad 01-0737-0513, a efecto de que se apruebe su beneficio de jubilación y al mismo tiempo se deje en suspenso su disfrute para una fecha posterior. Lo anterior debido a que cumple con el requisito de Tiempo de Servicio Cumplido  dispuesto por el numeral 224 y 225 de la Ley Orgánica de este Poder de la República.





			Datos de Interés:


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			Todos los datos que se consignan en este apartado corresponden al 16 de enero de 2020, fecha en que la señora CORDERO CALDERON solicita se verifique el cumplimiento de al menos uno de los requisitos que exige la Ley Orgánica para el retiro definitivo.


			





			Tiempo Servido en el Poder Judicial:


			30


			Años,


			6


			Meses,


			16


			Días.


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			Tiempo Reconocido:


			0


			Años,


			0


			Meses,


			0


			Días.


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			Tiempo Total de Servicio:


			30


			Años,


			6


			Meses,


			16


			Días.


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			Edad cumplida:


			50


			Años,


			0


			Meses,


			12


			Días.


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			Edad requerida:


			60


			Años.


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			





			Es importante mencionar, que cumple con lo normado en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, habiendo laborado los últimos 5 años para este Poder de la República.


			


			





			Ley que aplica:


			Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas.
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Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI y 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, artículo V, donde se dispuso que el funcionamiento de la Junta de Administración inicia para febrero de 2020, por mayoría, se acordó: 1.) Tomar nota del informe N° 5761-AP-2019 del 16 de diciembre de 2019, de la Dirección de Gestión Humana, referente al cumplimiento de uno de los requisitos para optar por el beneficio de jubilación de la señora Lilliana Maria Cordero Calderón, y conforme lo solicita dejar en suspenso la fecha a partir de la cual se acogerá a ese derecho. 2.) Comunicar a la servidora Cordero Calderón, que el detalle del monto de la jubilación le será proporcionado por la Dirección de Gestión Humana, conforme lo dispuesto por este Órgano en sesión Nº 02-13 del 10 de enero de 2013, artículo LXXX. 





La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez vota por no conocer el asunto, en tanto estima que a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“ En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas.  Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada.  





La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”





Atentamente, 














Kenneth Aguilar Hernández


Prosecretario General interino


Secretaría General de la Corte


 


c: 	Sra. Lilliana Maria Cordero Calderón, Juzgado Penal De Turno Extraordinario


Diligencias / Refs: (16481-19) 


Anthony 








Teléfonos: 2295-3845 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José





1


image1.png










image10.png












Capsula Contato JUNAFO 2021-10.png

Para realizar una gestién sometida a conocimiento formal y decisién de la
JUNAFO, debe remitirla al correo: junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr

Para realizar una gestién administrativa, consulta general, solicitud de certificacion,
dudas, aclaraciones varias o gestiones mas operativas, puede remitirla al correo
de la Direccion de la JUNAFO: direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr

Para recibir atencion telefénica y realizar alguna gestion mas personalizada, puede
contactar a las personas funcionarias encargadas del servicio:

Erick Tenorio Rojas: srvcliente_jadm@Poder-Judicial.go.cr / tel: 2295-3353
Consultas generales, certificaciones, constancias, deducciones aplicadas, etc.

David Castillo Mo castillo@Poder-Judicial.go.cr / tel: 2295-3252
Tramites de jubilacion o pensién, consultas sobre requisitos, estudios
especiales, separaciones por incapacidad, etc.

nessa Mesén Arroyo: vmesen@Poder-Judicial.go.cr / tel: 2284-2081, 8810-2996
Tramites de traslados de cuotas a otros regimenes, cuentas por cobrar, etc.

Plataforma de servicio

Ubicada dentro del Macroproceso Financiero Contable, edificio Plaza
de la Justicia (OlJ), primer piso. Barrio Gonzalez Lahmann, av. 6 y 8,
calle 17 y 19. Distrito: Catedral. Cantén: Central. Provincia: San José.
Replblica de Costa Rica.

Octubre, 2021
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Seccién de Comunicacion Organizacional - Depto. de Prensa y Comunicacién Organizacional






image001.jpg

Oslean Mora Valdez

Director
Direccion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial
Tel. ofic.: (506) 2295-3443 | Cel.: (506) 8318-2848 | Fax.: (506) 2295-4790
Web: fjp.poder-judicial.go.cr | Correo: omorava@poder-judicial.go.cr

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor







image4.emf
Aclaración.msg


Aclaraci�n.msg
RV: Solicitud de jubilación 

		From

		Oslean Mora Valdez

		To

		Jubilaciones y Pensiones - David Castillo Mora

		Cc

		Fabian Salas Fernández; Jennifer Carrillo Cárdenas

		Recipients

		dcastillo@Poder-Judicial.go.cr; fsalasf@Poder-Judicial.go.cr; jcarrilloc@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes:



Don David, remito aclaración para el caso de doña Liliana sobre la fecha de su jubilación, para efectos del cálculo respectivo.



Saludos cordiales, 









-----Mensaje original-----

De: Lilliana Cordero Calderon <corderolilliana0@icloud.com> 

Enviado el: jueves, 11 de noviembre de 2021 02:01

Para: Oslean Mora Valdez <omorava@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: Solicitud de jubilación 



Buenas tardes; en virtud  de que me incapacitaron el día viernes 12, sábado 13 y domingo 14 de noviembre del 2021. Debo aclarar que me debo acoger a la jubilación a partir del lunes 15 de noviembre del 2021. Estoy a su disposición 



Enviado desde mi iPhone
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                           Secretaría General

San José, 10 de enero de 2020

N° 188-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

MBA. Roxana Arrieta Meléndez 

Directora interina de Gestión Humana





Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 01-2020 celebrada el 07 de enero de 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc29277315]“ARTÍCULO XXXVII



DOCUMENTO N° 16481-19



La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden Subdirectora interina y Jefe de Administración de Personal, ambos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° 5761-AP-2019 del 16 de diciembre de 2019, informaron:



		“

		Aprobación del Derecho Jubilatorio por Cumplimiento de Requisitos

		

		

		

		

		

		



		De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 30-14, celebrada el 3 de abril de 2014, artículo XV, esta Dirección rinde el informe correspondiente sobre la solicitud presentada por la señora LILLIANA MARIA CORDERO CALDERON, cédula de identidad 01-0737-0513, a efecto de que se apruebe su beneficio de jubilación y al mismo tiempo se deje en suspenso su disfrute para una fecha posterior. Lo anterior debido a que cumple con el requisito de Tiempo de Servicio Cumplido  dispuesto por el numeral 224 y 225 de la Ley Orgánica de este Poder de la República.



		Datos de Interés:

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		Todos los datos que se consignan en este apartado corresponden al 16 de enero de 2020, fecha en que la señora CORDERO CALDERON solicita se verifique el cumplimiento de al menos uno de los requisitos que exige la Ley Orgánica para el retiro definitivo.

		



		Tiempo Servido en el Poder Judicial:

		30

		Años,

		6

		Meses,

		16

		Días.

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		Tiempo Reconocido:

		0

		Años,

		0

		Meses,

		0

		Días.

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		Tiempo Total de Servicio:

		30

		Años,

		6

		Meses,

		16

		Días.

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		Edad cumplida:

		50

		Años,

		0

		Meses,

		12

		Días.

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		Edad requerida:

		60

		Años.

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		



		Es importante mencionar, que cumple con lo normado en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, habiendo laborado los últimos 5 años para este Poder de la República.

		

		



		Ley que aplica:

		Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas.
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Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI y 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, artículo V, donde se dispuso que el funcionamiento de la Junta de Administración inicia para febrero de 2020, por mayoría, se acordó: 1.) Tomar nota del informe N° 5761-AP-2019 del 16 de diciembre de 2019, de la Dirección de Gestión Humana, referente al cumplimiento de uno de los requisitos para optar por el beneficio de jubilación de la señora Lilliana Maria Cordero Calderón, y conforme lo solicita dejar en suspenso la fecha a partir de la cual se acogerá a ese derecho. 2.) Comunicar a la servidora Cordero Calderón, que el detalle del monto de la jubilación le será proporcionado por la Dirección de Gestión Humana, conforme lo dispuesto por este Órgano en sesión Nº 02-13 del 10 de enero de 2013, artículo LXXX. 



La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez vota por no conocer el asunto, en tanto estima que a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“ En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas.  Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada.  



La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 









Kenneth Aguilar Hernández

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte

 

c: 	Sra. Lilliana Maria Cordero Calderón, Juzgado Penal De Turno Extraordinario

Diligencias / Refs: (16481-19) 

Anthony 
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Res. 157-F-TC-2021  Tribunal de Casación - Proceso Lesividad - acto que otorga pensión, acto de efecto continuado, lesividad.pdf


Res. 157-F-TC-2021 Tribunal de Casaci�n - Proceso Lesividad - acto que otorga pensi�n, acto de efecto continuado, lesividad.pdf





Exp. 15-002768-1027-CA


Res. 000157-F-TC-2021


TRIBUNAL DE CASACIÓN DE LO CONTENCIOSO  ADMINISTRATIVO  Y


CIVIL DE HACIENDA. San José, a las nueve horas del veintiséis de agosto de dos mil


veintiuno.


Proceso de lesividad interpuesto por el ESTADO, representado por el procurador


Luis Guillermo  Bonilla Herrera; contra FERNANDO RODRIGUEZ  GUTIERREZ . La


representación estatal formula recurso de casación contra la sentencia 046-2018-VII de


las 11 horas 15 minutos del 22 de junio de 2018, emitida por el Tribunal Contencioso


Administrativo y Civil de Hacienda


Redacta la magistrada Rojas Morales


CONSIDERANDO


I. De conformidad  con los hechos que tuvo por demostrados  el Tribunal,  no


controvertidos en esta instancia, el Consejo Superior del Poder Judicial,  mediante


acuerdo adoptado  en la sesión del 3 de setiembre  de 2009,  inciso  3), artículo XXIV,


dispuso, en lo de interés: "1.) Aprobar  la jubilación del doctor Fernando  Santiago


Rodríguez Gutiérrez, cuya asignación mensual será de ¢450.460,78 (cuatrocientos


cincuenta mil cuatrocientos sesenta colones con setenta y ocho céntimos), a partir del


1° de setiembre  en curso. (…) 3.) Solicitar  al Departamento  de Personal,  que con


EXP: 15-002768-1027-CA
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estudio de los antecedentes determine  si al doctor  Rodríguez Gutiérrez le asiste el


derecho de disfrutar la jubilación, aunque trabaje con la Caja Costarricense de Seguro


Social, en virtud de que cuenta con una situación consolidada,  al autorizar  en su


oportunidad este Consejo que el citado profesional laborara para la Caja Costarricense


de Seguro Social y a su vez con el Poder Judicial".  En la sesión 50-10 del 18 de mayo


de 2010, artículo XLII, el Consejo  Superior  conoció los informes  rendidos  por los


Departamentos de Personal (oficio 0493-UJP-2010 del 5 de mayo de 2010) y Financiero


Contable (oficio 3901-DE-2010 del 3 de mayo de 2010), en lo de interés acordó: “Tener


rendidos los informes  anteriores,  en consecuencia  se mantiene lo resuelto por ese


Consejo en la sesión N° 83-09 del 3 de setiembre del 2009, artículo XXV, en el sentido


de que el derecho a la Jubilación aprobada al doctor Rodríguez Gutiérrez se hizo por un


octavo de tiempo,  pues desde que fue contratado se consintió que también laborara


para la Caja Costarricense del Seguro Social (…)”. Por oficio no. 2813-TE-201 del 11 de


diciembre de 2013, el Departamento  Financiero  Contable  informó que del mes de


setiembre de 2009 a noviembre  de 2013 el señor Rodríguez Gutiérrez recibió por


concepto de jubilación el monto  de ¢25.892.980,27. Por acuerdo  correspondiente  al


artículo XXVI de la sesión 2-2014  celebrada  el 20 de enero de 2014,  la Corte  Plena


dispuso: "POR TANTO: 1.) Conforme a lo expuesto y normativa citada, se declara lesivo


a los intereses del Estado,  el acto administrativo  del Consejo  Superior  acordado  en


sesión celebrada el tres de setiembre del dos mil nueve, artículo XXIV, específicamente


el inciso número 3) ratificado en sesión celebrada el dieciocho de mayo del dos mil diez,


artículo XLII, en que se dispuso mantener la condición de jubilado del doctor Fernando


EXP: 15-002768-1027-CA
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Rodríguez Gutiérrez a pesar  de realizar  labores  para la Caja Costarricense  del Seguro


Social y recibir salario por ello. 2) Comuníquese este acuerdo y remítanse las diligencias


respectivas a la Procuraduría General de la República, para que demande ante el órgano


jurisdiccional competente la declaración judicial de lesividad del referido acuerdo”.


Mediante escrito presentado  el 15 de julio de 2014 la Procuraduría General de la


República interpuso  proceso de lesividad.  Solicitó en sentencia: "(…) la declaración


judicial de lesividad del acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial en


la sesión celebrada el 3 de setiembre de 2009, artículo XXIV, específicamente el inciso


número 3), ratificado en sesión 50-10 celebrada el 18 de mayo de 2010, artículo XLII,


en que se dispuso  mantener  la condición de jubilado  del doctor  Fernando  Santiago


Rodríguez Gutiérrez, cédula de identidad 105280161, a pesar de encontrarse laborando


y devengando  salario,  como  Médico Especialista,  en la Caja Costarricense  de Seguro


Social; esto en abierta contravención de la incompatibilidad legalmente establecida por


el artículo 234  de la Ley Orgánica del Poder  Judicial  (N° 7333).  / Y como se acredita


que el señor Rodríguez Gutiérrez percibió pensión y salario en forma simultánea,


inexorablemente deberá condenársele a reintegrar al Estado las prestaciones de


jubilación o pensión percibidas ilícitamente en franca contravención de la


incompatibilidad legalmente  establecida,  pues  el percibo de pensión y salario a la vez


produce un enriquecimiento  sin causa a favor del pensionado,  pagado por fondos


públicos (con cargo al Presupuesto Nacional) que deben ser devueltos, indexados y con


intereses. / Condénese al perdidoso al pago de las costas de esta acción". El accionado


no contestó la demanda  por lo que se declaró en rebeldía. El Tribunal  Contencioso
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Administrativo y Civil  de Hacienda,  Sección Séptima, integrado por los  jueces:  Sandra


Quesada Vargas, Francisco Hidalgo Rueda y Francisco Muñoz Chacón, en sentencia no.


046-2018-VII de las 11 horas 15 minutos del 22 de junio de 2018, dispuso: “De oficio,


se declara que en la especie ha operado la caducidad del plazo para la declaratoria de


lesividad y en consecuencia,  se declara inadmisible la demanda intentada. Son ambas


costas de este proceso, a cargo del  Estado”.  Inconforme este último formula recurso


de casación por motivos sustantivos, el cual fue admitido por este Órgano Colegiado.


II. El recurrente endilga cuatro agravios de tal naturaleza. Primero, reprocha,


error en la apreciación de la prueba. Señala, consta en el oficio 2813-TE-201 del 11 de


diciembre de 2013,  emitido  por el Departamento  Financiero  Contable,  que al señor


Rodríguez Gutiérrez se le giró del mes de setiembre de 2009 a noviembre de 2013 la


suma de ¢25.892.980,27 por concepto de jubilación. Tal aspecto, apunta, evidencia que


los actos contenidos en el acuerdo del Consejo Superior, adoptado en la sesión del 3 de


setiembre de 2009  (inciso  3 del artículo XXIV),  son de efectos continuados,  dada su


reiterada incidencia en la esfera jurídica del administrado  (en perjuicio  del erario


público). Prueba,  critica,  no ponderada  por  los Jueces al dictar  sentencia.  Segundo,


acusa, indebida aplicación del artículo 34 del Código Procesal Contencioso


Administrativo (CPCA).  Aduce,  los Juzgadores  solo  tomaron  en consideraron  la regla


contenida en esa norma,  más no la excepción. Refiere, los actos que se peticionan


declarar lesivos son absolutamente nulos y de efectos continuados, por ende, el plazo


anual regulado en el precepto de cita no se puede computar a partir del día siguiente de


su emisión, sino hasta el momento que cesen sus efectos. Explica, los actos en cuestión
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están viciados  de nulidad  porque  están desprovistos  de motivo,  causa, presupuesto,


antecedente o requisito  jurídico (derecho),  pues no existe disposición normativa  que


autorice al Poder  Judicial  a reconocer  una pensión por  vejez mientras  el beneficiario


(exfuncionario judicial)  preste simultáneamente labores remuneradas  a instituciones


estatales, en contravención del impedimento establecido en el mandato 234 de la Ley


Orgánica del Poder Judicial (LOPJ). Agrega, la pensión es una prestación económica de


larga duración de la seguridad social que se materializa en un pago periódico mensual


permanente, de ahí, resulta  innegable  que incide  reiteradamente  en la esfera jurídica


del particular,  por lo que deviene en un acto de efecto continuado  que puede ser


declarado lesivo en cualquier tiempo mientras persistan sus efectos, al tenor del ordinal


34 del CPCA.  Al  no entenderlo  de esa forma el Tribunal,  dice,  incurre  en la indebida


aplicación e interpretación normativa endilgada. Tercero, arguye, falta de aplicación del


recepto 40  del CPCA. Señala, en razón de los  expuesto  en las censuras  anteriores,  la


demanda objeto de este proceso se interpuso  dentro del plazo establecido  para la


declaratoria de lesividad  de los actos absolutamente  nulos  y de efectos continuados,


sea, conforme  al cardinal  40 del CPCA.  Cuarto, recrimina,  indebida  aplicación de los


artículos 39.1.a y 120 inciso 1 del CPCA. Manifiesta, dado que en el asunto de estudio


no sobrevino la caducidad del plazo para demandar la lesividad del acuerdo del Consejo


Superior, por los motivos invocados en los reparos precedentes, lo dispuesto en el fallo


recurrido (inadmisibilidad de la demanda por haber  operado la referida  caducidad) no


encuentra sustento en los cánones 39 y 120 de cita, como mal consideraron los Jueces.
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En consecuencia, concluye, lo procedente es revocar lo resuelto y por el fondo, declarar


con lugar la demanda en todos sus extremos.


III. Debido  a que los cuatro  cargos  reprochados  giran  en torno  a una misma


disconformidad, sea: la caducidad  dispuesta por los Juzgadores  de instancia,  serán


conocidas de forma conjunta a fin de evitar  reiteraciones  innecesarias.  Sobre el tema


consideraron los Jueces: “(…) estima este Tribunal procedente pronunciarse sobre una


eventual caducidad detectada oficiosamente,  por haber transcurrido  el plazo anual


establecido en el numeral 34 del Código Procesal Contencioso  Administrativo.  El


numeral 34 del Código de rito indicado, señala que de previo a acceder a estrados con


la interposición de la demanda  de lesividad,  la administración creadora  de un acto


declaratorio de derechos, deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, para lo cual


el ordenamiento  jurídico vigente le confiere  un plazo  máximo de un año calendario,


contado a partir de la fecha de su emisión, (…).  En el caso que nos ocupa, el acto que


se estima lesivo a los intereses públicos y que dio origen a la presente litis, fue


adoptado por el Poder Judicial, puntualmente  por su Consejo Superior,  mediante


acuerdo correspondiente  al inciso 3), artículo XXIV de la sesión celebrada  el 03 de


setiembre del  2009,  que dispuso, en lo que interesa, "Aprobar la jubilación del doctor


Fernando Santiago Rodríguez Gutiérrez, (…). Siendo ésa su fecha de emisión, a saber,


el 03 de setiembre del 2009, era a partir de dicha data que debía empezar a


computarse el término anual y fatal para el ejercicio de la potestad de la declaratoria de


lesividad, término que venció el día 03 de setiembre del 2010. Pero no es sino, hasta el


día 20 de enero del 2014,  es decir, con amplísima posterioridad  al vencimiento  de
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aquélla fecha, cuando la administración procedió a la emisión de dicha declaratoria de


lesividad, la cual fue realizada mediante acuerdo adoptado por Corte Plena en la sesión


No. 2-2014  del 20 de enero del 2014,  correspondiente  al artículo XXVI,  más de tres


años después del surgimiento a la vida jurídica del acto declarado lesivo. Así las cosas,


es absolutamente claro para este Tribunal, que habiendo transcurrido de sobra el plazo


anual previsto  en el inciso primero  del artículo 34 del Código Procesal  Contencioso


Administrativo, al momento del dictado de la declaratoria de lesividad, en la especie ha


operado la caducidad para el ejercicio de dicha potestad, declaratoria que se constituye


en la génesis de este proceso. De tal suerte que, es lo procedente conforme a derecho,


declarar la caducidad indicada supra y consecuentemente, declarar inadmisible en todos


sus extremos  la demanda  intentada  de conformidad con los artículos 39.1.a  y 120.1,


ambos del Código Procesal Contencioso Administrativo, como en efecto se dispone. Por


innecesario, se omite pronunciamiento sobre los demás argumentos esbozados por las


partes dentro del presente asunto”.


IV.  No comparte este Órgano Decisor  lo  resuelto  por el Tribunal.  Establece el


artículo 34 del CPCA:  “1) Cuando la propia Administración, autora de algún acto


declarativo de derechos, pretenda demandar su anulación ante la Jurisdicción


Contencioso-Administrativa, previamente el superior jerárquico supremo deberá


declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza. El


plazo máximo para ello  será de un año, contado a partir  del día siguiente  a aquel  en


que haya sido dictado,  salvo si el acto contiene  vicios  de nulidad  absoluta,  en cuyo


caso, dicha  declaratoria  podrá hacerse  mientras  perduren  sus efectos.  En este último


EXP: 15-002768-1027-CA
Teléfonos: (506) 2295-3658 o 2295-3659, correo electrónico sala_primera@poder-judicial.go.cr







supuesto, el plazo de un año correrá a partir de que cesen sus efectos y la sentencia


que declare la nulidad lo hará, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad


futura. (...)". En el caso de estudio, se pretende la declaratoria de lesividad del acuerdo


del Consejo  Superior  del Poder  judicial,  adoptado en la sesión del 3 de setiembre  de


2009, articulo XXIV, inciso 3) (ratificado en la sesión 50-10 del 18 de mayo de 2018),


mediante el cual se aprobó al demandado la condición de jubilado con un pago mensual


en tal concepto  de ¢450.460,78, aún y cuando  éste se encontraba  laborando  como


médico especialista  en la Caja Costarricense  del Seguro  Social  (CCSS)  y percibiendo


salario por ello. Reconocimiento dinerario que resulta disconforme con el ordenamiento


jurídico (no así la condición de jubilado), en concreto con la incompatibilidad contenida


en el canon 234 de la LOPJ,  norma  vigente al momento  de declararse el derecho


jubilatorio de don Fernando y que consagraba:  “Al jubilado  o pensionado,  se le


suspenderá del goce del beneficio,  durante  el tiempo  que esté percibiendo  cualquier


otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de


las juntas de educación y de las empresas de economía mixta. También se podrá


suspender, según las circunstancias,  el goce del beneficio,  cuando  éste hubiera  sido


acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está


desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación)”. Valga


advertir, el impedimento legal para percibir en simultaneo el pago a título de jubilación


del régimen del Poder Judicial y un salario por parte de las instituciones estatales, como


bien apunta el casacionista,  ha sido reconocido,  con carácter vinculante,  por la Sala


Constitucional. En ese sentido, en la sentencia 16564-2008 de las 14 horas 50 minutos
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del 5 de noviembre de 2008, el Tribunal Constitucional analizó la validez del artículo 234


de la LOPJ,  el cual estimó conforme  a la Constitución. Sobre  el punto  indicó: “(…) la


intención del legislador al momento de aprobar la ley, era impedir que un ex trabajador,


jubilado o pensionado, de la institución reciba un doble pago del Estado, al


reincorporarse a la vida laboralmente  activa, por lo que se suspende  el pago  de su


jubilación o pensión mientras recibe salario del Estado, pero no aplica en el caso de sus


familiares. Lo anterior,  queda demostrado  al analizarse  las actas de discusión en la


Asamblea Legislativa, pues al conocerse lo relativo al artículo 234 en estudio, el


Magistrado Daniel González hizo una intervención señalando: “Hay una norma que


regula el problema de los empleados pensionados que pasan a trabajar después para el


Estado, que en el proyecto  corresponde  al artículo 234  que dice...  De esta norma se


deduce que la persona  que pasa a trabajar  para otra institución siendo  pensionado


eventualmente se le suspende  el beneficio”. (Expediente número 10753, tomo 8, folio


3138). (…) el artículo 234  de la Ley Orgánica del  Poder Judicial  no es inconstitucional


en la medida  que se interprete  que el concepto  de “pensionado” ahí contenido,  no


incluye a los familiares “beneficiarios” del trabajador, sino únicamente a los


pensionados directos (ex trabajadores) del Poder Judicial”. En el asunto de estudio, la


sola confrontación del acto cuya lesividad se pretende (reconocimiento  del pago


mensual de ¢450.460,78 en condición de jubilado) y la incompatibilidad establecida en


el ordinal  234  de la LOPJ,  evidencia  que el mismo adolece  de un vicio  de nulidad en


grado absoluto, al tenor de los ordinales 158 y 166 de la Ley General de la


Administración Pública. Al existir norma específica que lo prohíbe, no le asistía derecho
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al señor Rodríguez Gutiérrez para recibir el pago del monto correspondiente al beneficio


de jubilación, debido a que don Fernando realizaba labores para la CCSS, percibiendo


salario por ello, de ahí que el acuerdo del Consejo Superior en cuestión resulta


absolutamente nulo. Ahora resta por determinar si el acto administrativo que otorga el


derecho a una jubilación es un acto de efecto inmediato o de efectos continuos. En esa


dirección, tómese en cuenta,  el acuerdo  adoptado por  el Consejo  Superior  declaró la


condición de jubilado del señor Rodríguez Gutiérrez, lo que generó un derecho


individual, sin embargo, todo derecho jubilatorio se materializa en el reconocimiento de


prestaciones económicas periódicas de larga duración (hasta que se extinga o suspenda


el derecho). Efecto consustancial  y continuado  al acto declarativo  del derecho. La


declaración de jubilado  conlleva  el surgimiento  de una relación de sujeción especial


entre el pensionado  y el fondo  de jubilaciones, producto de ese pago periódico de la


contraprestación económica que se recibe del régimen de pensión del cual se declara el


derecho. Desde esta perspectiva, no es procedente estimar que el acto administrativo


que reconoce la condición jubilatoria agota sus efectos en el momento que se adopta.


Por el contrario, en criterio de esta Cámara, se está ante un acto de efectos


continuados, porque del mismo  subsiste una relación jurídica de la cual se siguen


desplegando efectos consustanciales,  a saber, un pago periódico en beneficio del


pensionado, con la consecuente carga al erario público y al fondo de jubilaciones y su


equilibrio. Téngase presente, con cada pago realizado por concepto de jubilación se va


generando impacto económico al fondo de jubilaciones, es decir, las consecuencias del


acto declaratorio del derecho se siguen produciendo en el tiempo. En el caso concreto,
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el derecho jubilatorio declarado por el Consejo Superior, en sesión del 3 de setiembre


de 2009 (artículo XXVI, inciso3), ha generado un pago mensual permanente a favor de


don Fernando desde el mes de setiembre de 2009, cuantificado al mes de noviembre de


2013 en la suma de ¢25.892.980,27 (oficio 2813-TE-201 del Departamento Financiero


Contable), lo que evidencia que hay un  acto de efectos continuados, por su reiterada


incidencia en la esfera patrimonial  del administrado,  y en el fondo  de pensiones  del


Poder Judicial. Entonces, dado que el acto cuya declaratoria de lesividad se peticiona en


sentencia deviene absolutamente  nulo y de efectos continuados  (por las razones


expuestas), el plazo  anual  regulado  en el precepto  34 del CPCA  ha de computarse  a


partir del  cese de tales efectos,  lo que no consta en autos que haya sucedido, de ahí


que la interposición del proceso de lesividad por parte del Estado en fecha 15 de julio


de 2014 deviene conforme a derecho. Así las cosas, el recurso de casación planteado


deberá acogerse, al resultar improcedente la caducidad dispuesta por el Tribunal, para


en su lugar: rechazar tal argumento,  declarar absolutamente  nulo y lesivo el acto


administrativo en cuestión. Valga advertir,  al tenor del numeral  34 inciso 1) último


párrafo del CPCA,  tratándose de un proceso  de lesividad  la sentencia  que declare  la


nulidad lo hace, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad  futura. En


otras palabras, la anulación del acto se realiza de manera constitutiva y futura, sin que


sea procedente,  por  imperativo  de ley, atribuir  un efecto retroactivo a esa supresión,


con lo cual, en tales casos, de manera excepcional, aun tratándose de nulidad de grado


absoluto (como sucede en la especie), los efectos jurídicos y materiales que ha


producido el acto no pueden desconocerse  (como mal pretende el casacionista al
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solicitar el reintegro de los montos pagados a don Fernando por concepto de


jubilación). Es decir, esos efectos producidos  en el ciclo de vigencia del acto se


mantienen y la nulidad se dispone para que deje de surtir efectos, sin que tal supresión


pueda alcanzar a aquellos efectos ya consumados.  Este efecto retroactivo  solo es


posible si la lesividad se presenta antes de transcurrido el año a que alude el numeral


34  del CPCA, lo que no ocurrió en este caso. En razón de lo anterior, en el asunto de


estudio se declarará la nulidad  absoluta  del acto en cuestión para su inaplicabilidad


futura, a partir de la firmeza de este pronunciamiento.


V. En mérito de lo expuesto procederá acoger el recurso de casación. En


consecuencia, se anulará el fallo recurrido  en cuanto estimó caduco el proceso  de


lesividad incoado por el Estado e inadmisible la demanda. En su lugar, fallando por el


fondo, se rechazará tal argumento al haberse interpuesto la lesividad dentro del plazo


establecido al efecto. Se declarará con lugar  la demanda  de lesividad.  Se anulará el


acuerdo del Consejo Superior del Poder judicial, adoptado en la sesión del 3 de


setiembre de 2009, articulo XXIV, inciso 3 (ratificado en la sesión 50-10 del 18 de mayo


de 2018).  La nulidad  dispuesta  lo será para su inaplicabilidad  futura, a partir  de la


firmeza de esta sentencia. De conformidad con el artículo 150 del CPCA se resolverá sin


condenatoria en costas, primero:  al existir suficiente motivo  para litigar,  dado  que el


acto en cuestión deviene de un acuerdo administrativo disconforme con el


ordenamiento jurídico y segundo,  porque  el vencimiento  de la parte demandada  es


parcial (al resultar de rechazo el pedimento de reintegro de los pagos realizados a título


de pensión).
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POR TANTO


Se declara  con lugar  el recurso  de casación. En consecuencia,  se anula el fallo


impugnado en cuanto  estimó caduco  el proceso  de lesividad  incoado por  el Estado e


inadmisible la demanda. En su lugar, fallando por el fondo, se rechaza tal argumento.


Se declara con lugar la demanda de lesividad. Se anula el acuerdo del Consejo Superior


del Poder  judicial,  adoptado  en la sesión del 3 de setiembre  de 2009,  articulo  XXIV,


inciso 3 (ratificado en la sesión 50-10 del 18 de mayo de 2018). La nulidad dispuesta lo


es para su inaplicabilidad futura, a partir de la firmeza de esta sentencia. Se resuelve


sin condenatoria en costas.


Rocío Rojas Morales


Jorge Alberto López González           Carlos Chaverri Negrini


 Cchavesv
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